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RESUMEN 
 
 
 
En la presente monografía  se realiza un análisis de la Jurisprudencia producida 
por el  Consejo de Estado de la República de Colombia en el periodo comprendido 
de los  años 2008 y 2014, determinando los fundamentos fácticos, jurídicos y los 
regímenes  aplicables que establece la misma  con relación a la Responsabilidad 
del Estado por Actos Terroristas realizados por terceros, además se hace 
referencia a los eximentes  de responsabilidad y los mecanismos que contempla la 
legislación de lo contencioso administrativa para hacer efectiva la reparación. 
 
 
PALABRAS CLAVES: ACTO TERRORISTA, RESPONSABILIDAD, ESTADO, 
FUNDAMENTOS FACTICOS, FUNDAMENTOS JURIDICOS, JURISPRUDENCIA. 
 
 
ABSTRAC 
 
This paper make an analysis of jurisprudence produced by Colombia´s Council  of 
State between 2008 and 2014, determining the factual, legal basis and procedures 
laid down in relation to State Responsibility for terrorist acts carried out by third 
parties and reference to the defenses of responsibility and mechanisms in 
conformity with administrative law to enforce repair applications. 
 
 
 
 
 
 
 
INTRODUCCIÓN 
 
El conflicto armado en Colombia ha dado origen a muchas situaciones jurídicas, 
que han conllevado a actualizar el ordenamiento legal interno para enfrentar los 
nuevos problemas sociales y proteger eficientemente los derechos de las 
personas, en síntesis, el derecho en la actualidad tiene una teleología clara y es 
servir de instrumento para garantizar el goce efectivo de las libertades públicas.  
 
Corolario de lo anterior, han surgido nuevas teorías respecto de la responsabilidad 
del Estado que se han derivado de la jurisprudencia emanada del Consejo de 
Estado, que como máximo órgano de la jurisdicción contenciosa administrativa ha 
buscado la tutela efectiva de los derechos de los particulares, teniendo en cuenta 
especialmente que éstos no sólo son los que se consagraron en el ordenamiento 
jurídico interno, sino en el derecho internacional, en donde la responsabilidad del 
Estado dimana inclusive del actuar o la omisión de sus agentes.  
 
Siendo ello así, se hace necesario determinar cuáles han sido los fundamentos 
fácticos y jurídicos en los que se fundamentó la responsabilidad del Estado por 
actos terroristas, teniendo en cuenta que la causa eficiente del daño se materializa 
por un tercero; no obstante, es el Estado el que debe responder y resarcir los 
perjuicios que con ese actuar se hayan ocasionado.  
 
Es preciso indicar que en el presente trabajo es necesario conocer inicialmente los 
regímenes de responsabilidad estatal, para posteriormente analizar bajo cuál de 
ellos en el caso de actuaciones terroristas se presenta la imputación del daño al 
Estado, partiendo de la concepción de la Carta Política en el artículo 90, donde se 
encuentra consagrada la cláusula de responsabilidad estatal no solo por acción 
sino por omisión, en los casos de hechos de terceros y las posiciones no pacíficas 
al seno de la jurisdicción de lo contencioso administrativa, para colegir que aun 
cuando el daño no sea originado por los miembros estatales si puede imputarse, al 
omitir desplegar las acciones tendientes a la protección efectiva de los derechos y 
libertades de los habitantes del territorio nacional. 
 
Para el efecto necesario es desarrollar diferentes temáticas partiendo del análisis 
de los conceptos generales de la responsabilidad extracontractual, los regímenes 
y definiciones de acto terrorista y daño antijurídico, teniendo en cuenta conceptos 
emitidos por organizaciones internacionales como la CRUZ ROJA 
INTERNACIONAL. Posteriormente se efectúa un estudio a la configuración de la 
responsabilidad del Estado por la actividad de grupos terroristas, analizando la 
conceptualización de actos terroristas en el marco del derecho internacional y la 
responsabilidad estatal por estos, descendiendo a la casuística del Consejo de 
Estado en los años 2008 a 2014, concretándose entonces en este acápite los 
fundamentos jurídicos y fácticos expuestos por el Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
  
En otro sentido, se consideró relevante efectuar un acápite de los mecanismos 
para hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado por agentes al 
margen de la ley, enlistando los mecanismos establecidos por la jurisdicción de lo 
contencioso administrativa. 
 
Finalmente, se traen a colación los eximentes de responsabilidad estatal por 
hechos terroristas o causales que puede alegar el ente Estatal para defender sus 
intereses en dichos casos.  
 
Así las cosas, el objeto que ha de orientar el presente trabajo de investigación es 
dar una respuesta clara al siguiente interrogante: ¿Cuáles son los supuestos 
facticos y fundamentos jurídicos de la responsabilidad extracontractual del Estado, 
frente a los daños antijurídicos materializados por actos terroristas, de 
conformidad con la Jurisprudencia del Consejo de Estado en los años 2008 a 
2014? 
1. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
En principio a las entidades estatales se les demandaba por fallas en el servicio 
consistente en el incumplimiento e inobservancia de los deberes positivos 
derivados de exigencias constitucionales, legales, y del bloque ampliado de 
constitucionalidad (Artículo 93), esto es, del derecho internacional humanitario y 
del derecho internacional de los derechos humanos, que pueden ser constitutivos 
de una falla en el servicio, sin embargo, El consejo de Estado a través de su 
Jurisprudencia  ha analizado puntualmente la responsabilidad  estatal desde  
diferentes ámbitos, variando su posición y endilgando responsabilidad al Estado 
por actos terroristas ejecutados por terceros, es decir, agentes ajenos al Estado y 
dando diferentes gran giros a la interpretaciones que años atrás se venía 
realizando del artículo 90 de la Carta Política. 
 
No obstante la regla general, el Consejo de Estado, ha aclarado que el hecho del 
tercero (Refiriéndose a los actos terroristas) no es una causal que permita al juez 
crear una regla como máxima, sino que, por el contrario, lo invita a analizar, 
teniendo en cuenta las especiales condiciones del Estado colombiano y las 
situaciones de conflicto armado, para concluir  cuándo, en qué medida, y bajo qué 
proporcionalidad estaría llamado a responder,1 o con otras palabras, le sería 
atribuible (Fáctica y jurídicamente) un daño antijurídico producido por los grupos 
terroristas, sin acudir a verificar los vínculos o relaciones de éste con la 
administración pública, sino a partir de la exigencia máxima de la tutela de la 
víctima como premisa de la responsabilidad extracontractual del Estado en la 
visión moderna y humanista. 
 
Comenta además la máxima corporación de la jurisdicción contenciosa 
administrativa que “el hecho de un tercero – un ataque terrorista” debe convertirse 
                                           
1 Consejo de Estado, sentencia  52001-23-31-000-2000-00240-01(24070) del 22 de octubre de 2012,  
sección tercera, subsección C, M.P  Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
en una excepción a la regla general de la primacía de la víctima en la 
determinación de la responsabilidad extracontractual del Estado, es decir, que no 
todos los actos terroristas realizados por terceros son susceptibles de 
responsabilidad por parte de esa entidad. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso indicar que el interrogante que será 
objeto del presente trabajo de investigación, es el siguiente: ¿Cuáles son los 
supuestos facticos y fundamentos jurídicos de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, frente a actos, de conformidad con la 
Jurisprudencia del Consejo de Estado en los años 2008 a 2014? 
 
2. HIPÓTESIS 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado en lo referente a la responsabilidad del 
Estado, ha desarrollado varias teorías con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 90 de la Constitución Política, donde claramente se indica que por acción 
u omisión de los agentes del Estado y ante la concreción de un daño antijurídico, 
se debe declarar la mencionada responsabilidad. Sin embargo, en los últimos 
años se ha admitido en las decisiones judiciales la posibilidad de endilgar 
responsabilidad al Estado, aún cuando el hecho generador del daño, no haya 
tenido su génesis en las acciones u omisiones de los miembros de éste, sino en 
actos terroristas realizados por terceros, dependiente las especiales circunstancias 
en las que éste se haya desarrollado. 
 
Así las cosas y con fundamento en el panorama descrito en precedencia, se tiene 
como hipótesis del presente trabajo de investigación la siguiente: 
 
Los fundamentos fácticos del caso concreto, determinan si el Estado debe 
Responder o no frente a actos terroristas realizados por terceros y en caso 
afirmativo, bajo qué régimen de responsabilidad patrimonial  debe hacerlo. 
 
 
 
 
 
3. JUSTIFICACION 
 
La responsabilidad del Estado por el daño antijurídico, surge esencialmente por el 
rompimiento de las cargas públicas que deben soportar los particulares, 
produciéndose en ese caso el denominado daño antijurídico que debe ser 
reparado integralmente por el Estado. Dicho daño, se produce por diferentes 
situaciones, surgiendo la responsabilidad extracontractual del Estado, bajo 
diferentes modalidades, tales como: la falla en el servicio, el daño especial, el 
riesgo excepcional, entre otros.  
 
Por regla general y reconocido por norma superior, consignada en  el Artículo 90 
de la Constitución Política, el Estado responde patrimonialmente por daños 
ocasiones por acciones u omisiones de las autoridades públicas, lo que se conoce 
como responsabilidad subjetiva o con culpa de la administración; sin embargo, de 
conformidad con lo expresado por la jurisprudencia de la sección tercera del 
Consejo de Estado, puede darse responsabilidad del Estado cuando se presentan 
actos terroristas, esto es, el daño tiene su origen y como causa eficiente la 
intervención de un tercero que no pertenece al ente estatal.  
 
El anterior supuesto fáctico y jurídico ha sido una verdadera revolución en la 
doctrina de la responsabilidad extracontractual de la administración, siendo 
necesario realizar un estudio a la jurisprudencia del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, durante los años 2008 a 2014, 
pretendiendo identificar los fundamentos fácticos y legales que ha esbozado esa 
Corporación, fundamentadas en los principios de la solidaridad y la justicia 
material.  
 
Es necesario entonces realizar un análisis académico que permita comprender los 
nuevos criterios que adopta la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre el 
particular y las situaciones que se presentan tanto para el Estado como para 
quienes sufren un daño antijurídico de parte de éste. Lo cual se hará realizando en 
primer lugar una conceptualización de lo que se entiende por responsabilidad 
extracontractual del Estado y los correspondientes regímenes, para 
posteriormente con base en la mencionada jurisprudencia, determinar bajo que 
supuestos fácticos y título de imputación el Estado responde patrimonialmente  por 
los actos terroristas realizados por terceros y cuáles son las normas de las cuales 
nace la misma.  
 
Ahora bien, se escogió el periodo comprendido entre los años 2008 a 2014, 
comoquiera que en ellos se evidencia un avance significativo en el tema, habiendo 
una consolidación de los pronunciamientos del Consejo de Estado sobre el 
régimen de responsabilidad a aplicar en cada caso y una gran controversia entre 
los mismos consejeros, que permitieron finalmente unificar la jurisprudencia en 
ese sentido hacía el año 2014, cuando con la entrada en vigencia del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – CPACA, se 
resalta la importancia del precedente judicial tal como lo dispone el artículo 102 e 
igualmente el 230 de la constitución Política. Aunado a lo anterior, una 
investigación siempre debe contar con conceptos actualizados que permitan una 
contextualización del objeto de estudio más cercana a la realidad posible.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4. OBJETIVOS 
 
4.1  OBJETIVO GENERAL 
 
Determinar los supuestos fácticos y fundamentos jurídicos de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, frente a los daños antijurídicos materializados por 
actos terroristas, de conformidad con la Jurisprudencia del Consejo de Estado en 
los años 2008 a 2014.  
 
4.2  OBJETIVOS ESPECIFICOS  
 
 Establecer los conceptos sobre la responsabilidad extracontractual del 
Estado y las modalidades de la misma.  
 
 Determinar cuáles son las condiciones que se requieren para que se 
configure la responsabilidad extracontractual del Estado, por la actividad de 
actos terroristas.  
 
 Analizar los mecanismos para hacer efectiva la responsabilidad 
extracontractual del Estado por daño antijurídico realizado por agentes 
ajenos al Estado. 
 
 Establecer los eximentes  de la responsabilidad del Estado en materia de 
responsabilidad extracontractual, cuando en el daño interviene un grupo 
terrorista.  
 
 
 
 
  
5. MARCO REFERENCIAL 
 
5.1  ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACION 
 
Antes de traer a colación las fuentes que se encontraron en el presente trabajo de 
grado, es preciso indicar que en la Seccional ya se desarrolló un proyecto de 
investigación sobre el tema en cuestión partiendo de los pronunciamientos dados 
por el Consejo de Estado. El mismo fue presentado para la especialización de 
Derecho Administrativo por las abogadas Patricia Aristizabal Rodríguez y Clara 
Inés Otálvaro, en el año 2012. En el trabajo se desarrollaron algunos conceptos 
básicos sobre responsabilidad del Estado y se hacen diferentes citas a 
pronunciamientos del Consejo de Estado durante los años 2009 a 2011. El título 
del documento es “RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHOS 
TERRORISTAS- Consejo de Estado 2009 – 2011”. En este texto, es prolija la 
jurisprudencia citada, en el que se hace una descripción de lo indicado por esta 
Corporación.  
 
Consultado la Redalyc, se encuentra el aporte realizado por la doctora Yolanda 
Margaux Guerra, para la revista Prolegómenos de la Universidad Militar Nueva 
Granada, cuyo título es “NOVEDOSA TENDENCIA JURISPRUDENCIAL 
COLOMBIANA SOBRE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ACTOS 
TERRORISTAS” publicado en la revista número 25 del año 2010. Este escrito se 
enmarca en un ensayo indexado para publicación, en la que se hace alusión a la 
tendencia del Máximo Órgano de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa para 
condenar al Estado por hechos terroristas, haciéndose un análisis y crítica de la 
misma, haciendo alusión a la conceptualización que ha hecho la jurisprudencia de 
la responsabilidad extracontractual del Estado y los regímenes sobre los cuales se 
ha condenado al mismo, indicando que el principio de justicia rogada aún soslaya 
la tutela efectiva de los derechos de las víctimas, quienes por formalidades 
procesales en las pruebas no logran acreditar los supuestos de alguno de los 
regímenes de responsabilidad y por tanto se despachan desfavorablemente sus 
súplicas.  
 
En otro sentido se cuenta con el trabajo de la doctora Mónica Lucía Fernanda 
Muñoz, realizó un escrito sobre “LA CULPA EN EL RÉGIMEN DE 
RESPONSABILIDAD POR EL HECHO AJENO” publicado en la Revista de 
Estudios Socio-Jurídicos de la Universidad del Rosario, en el año 2003, donde 
parte de la base que todo daño causado debe ser indemnizado por quien lo causó, 
pero maneja unas excepciones y cita lo relacionado con la responsabilidad estatal 
por hechos terroristas, evidenciando que en ese caso el Estado responde aunque 
la causa eficiente del daño provenga de un ajeno.  
 
Por su parte, los estudiantes del programa de Derecho de la Universidad de 
Bucaramanga, realizaron una tesis en el año 2007, sobre “LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO FRENTE A LAS VÍCTIMAS DE ACTOS DE 
TERRORISMO” en donde se parte haciendo una descripción jurisprudencial sobre 
ese particular y a renglón seguido se tratan los avances históricos y los 
fundamentos actuales de este tipo de responsabilidad, coligiendo que el Consejo 
de Estado ha imputado responsabilidad al Estado por hechos terroristas a título de 
riesgo excepcional, esto es, cuando se expone a la población a un riesgo más allá 
del que deben soportar.  
 
Bajo la misma línea de trabajo de grado, el abogado Santiago Díazgranados 
Mesa, presentó en el año 2001 el informe sobre “RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO POR DAÑO ESPECIAL”, para optar por el título de Abogado de la 
Universidad Javeriana, en donde esencialmente se habla de la teoría del daño 
especial y se desarrolla histórica, doctrinaria y jurisprudencialmente la misma, 
citándose los referentes sobre cada una de ellas. Este trabajo constituye estado 
del arte en el presente proyecto, toda vez que allí se hace mención a la 
responsabilidad patrimonial del Estado por el hecho de terceros.  
Ahora, los estudiantes del programa de Derecho de la Universidad Autónoma de 
Colombia, Griseth Yurani Perdomo López, Clara Inés Rodríguez Quiroga y Oscar 
Iván Largo Herrera, presentaron su trabajo de grado sobre “EL DESARROLLO 
JURISPRUDENCIAL DE LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DEL 
ESTADO COLOMBIANO EMANADA DE LOS ACTOS TERRORISTAS EN LA 
ÚLTIMA DÉCADA”, en el año 2010. En este trabajo, se encuentran aportes 
importantes pues se desarrolló lo planteado por el Consejo de Estado en su 
jurisprudencia sobre la responsabilidad estatal. En este caso se tocaron los temas 
relativos la responsabilidad del Estado, el daño antijurídico,  y finalmente se 
analizaron las discrepancias en la unificación de la tesis a  aplicar por parte del 
consejo de Estado en  los actos terroristas.  
 
En el año 2011, el especialista Camilo Alfredo D´Costa Rodríguez, realizó el 
trabajo de investigación para optar por el título de Magister, denominándolo “EL 
PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD COMO FUNDAMENTO DE LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR TERRORISMO EN COLOMBIA” de la 
Universidad Nacional. En este trabajo, se hace inicialmente un recuento histórico 
del terrorismo en Colombia, analizando posteriormente los conceptos de dignidad 
humana, el daño antijurídico y el principio de solidaridad.  
 
Como se ha advertido en los párrafos anteriores ya se han realizado trabajos 
científicos con concordancia al tema que se está tratando, sin embargo, éste 
trabajo es innovador en el sentido que pretende actualizar los conocimientos sobre 
los precedentes judiciales del Consejo de Estado con relación a la determinación 
de las circunstancias fácticas y jurídicas que fijan la responsabilidad del Estado 
por actos terroristas y los Regímenes aplicables. 
 
5.2  MARCO TEORICO  
 
Para el desarrollo del presente trabajo de investigación, se ha de tomar en cuenta 
la escuela del realismo jurídico, la cual como escuela de conformidad con la 
doctrina es la que “identifica al derecho con la eficacia normativa, con la fuerza 
estatal o con la probabilidad asociada a las decisiones judiciales. El realismo 
jurídico comparte con las diferentes corrientes del realismo filosófico una 
consideración unitaria de la ciencia y la filosofía, el uso del análisis como método, 
y el pluralismo como metafísica, así como una visión del mundo naturalista y 
antiidealista.”2 
 
El realismo jurídico como escuela, se originó con los movimientos sociológicos del 
derecho y en la escuela de la jurisprudencia de intereses con  dos tendencias 
claras y definidas, a saber: el realismo jurídico norteamericano y el realismo 
jurídico escandinavo. 
 
Las características del realismo jurídico, en general, son las siguientes:  
 
1. La indeterminación del derecho en el orden interdisciplinario e instrumental, 
teniendo en cuenta que el derecho positivo, esto es, la existencia de una 
norma no soluciona los casos que se presentan en la sociedad. 
2. Se toman como métodos la sociología y la analogía.  
3. Debe alcanzarse un propósito social. 
 
Es necesario indicar que esta doctrina, no concibe la norma como un ente aparte y 
autónomo que pueda ser aplicado sin mediación de la autoridad judicial, ello se 
traduce en que son los hechos a partir de los cuales se comprueba la existencia 
de la norma, sin embargo, en el presente trabajo de investigación no se ha de 
                                           
2 HIERRO, Liborio. Realismo jurídico, en El Derecho y la Justicia. Enciclopedia Iberoamericana de Filosofía 
11, Madrid, 1996. CSIC/BOE/Trotta, p. 77. 
adoptar el realismo puro escandinavo, pues en él, el silogismo judicial se desplazó 
de toda teoría, en tanto que en el presente trabajo se ha de manejar el silogismo 
jurídico a partir del cual el juez conoce unos hechos y en ellos verifica la existencia 
de responsabilidad estatal, conforme la consagración legal.  
 
La escuela realista norteamericana, por su parte “se dedicarán al análisis del 
funcionamiento real de los tribunales y de los factores que influyen en sus 
decisiones [...] y en ese conjunto de factores que determinan la solución de cada 
caso, las normas jurídicas son sólo un elemento a tener en cuenta. [...] La 
sentencia no resulta de un mecanismo deductivo basado en la norma, sino que es 
la decisión que adopta el juez entre una pluralidad de posibilidades”3. 
 
Uno de los grandes exponentes del realismo jurídico norteamericano es Karl N. 
Llewellyn, quien afirmó que no existía una escuela realista, pero sí una tendencia 
con ciertos puntos de partida4 que eran: 
 
1) Una concepción dinámica del derecho; 
2) Una concepción instrumental (El derecho como un medio para fines sociales); 
3) Una concepción dinámica de la sociedad; 
4) El divorcio temporal, a efectos metodológicos, entre ser y deber ser; 
5) La desconfianza en las reglas y conceptos jurídicos tradicionales como 
descripción de lo que hacen los tribunales y la gente; 
6) La desconfianza en que las reglas prescriptivas sean el factor protagonista en la 
decisión judicial; 
7) La creencia en que los casos y situaciones jurídicas deben ser agrupadas en 
categorías más limitadas que las tradicionales; 
8) Una valoración de todos los sectores del derecho por sus efectos; 
                                           
3 LATORRE, Ángel. Introducción al Dereho. Editorial Ariel. Primera edición en colección, Barcelona 2002, 
Pág.170. 
4 HIERRO, Liborio. Realismo Jurídico. Editorial Trotta, 1996. P. 77. 
9) Una investigación programática de los problemas jurídicos. 
 
Se tiene que en esta línea de estudio, lo fundamental es distinguir entre las 
normas dadas por el legislador y las normas efectivas, esto es, las normas que 
realmente se aplican, de ambas sólo las segundas constituirían derecho, ya que 
permitirían predecir científicamente las decisiones de tribunales. De esta manera 
“no se pretende una negación total de la función de las normas, sino establecer 
cuál es su función real en cada caso y cuál la incidencia de otros factores que 
intervienen sistemáticamente en las decisiones judiciales”5. 
 
Corolario de lo anterior, la tesis seguida en este proyecto de investigación a de ser 
el realismo norteamericano, en el cual, la decisión más relevante es la del juez, 
teniendo en cuenta que él se encarga del análisis de los supuestos fácticos y 
normativos, concretando el derecho a la situación específica.  
 
Así las cosas, las referencias teóricas que se van a desarrollar en el presente 
trabajo, parten de los conceptos dados por la jurisprudencia, teniendo en cuenta 
que ella es, por excelencia, la interpretación y adaptación de las normas a la 
sociedad y que de conformidad con la filosofía del derecho, han aplicado las 
disposiciones normativas teniendo en cuenta las fluctuaciones sociales y los 
hechos a partir de los cuales las normas son válidas.  
 
En el caso concreto del presente trabajo, se tiene la existencia de una cláusula 
general de responsabilidad estatal, consagrada en una norma constitucional, 
específicamente en el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia, pero de 
la sola lectura de esta disposición, no se infiere la responsabilidad del Estado por 
actos terroristas, el marco legal no brinda suficiente claridad sobre el tema, sino 
que todo su ejercicio se ha dado a través del desarrollo jurisprudencial, al tenor del 
Artículo 230 de la Constitución Política de Colombia, el cual resalta la importancia 
                                           
5 HIERRO Liborio, ob.cit. P. 80. 
que tiene el precedente en las decisiones judiciales y de donde se puede inferir la 
preeminencia de la jurisprudencia a la hora de analizar la responsabilidad 
extracontractual del Estado en sus diferentes regímenes con relación  a los actos 
terroristas.  
 
Para el ejemplo, la Corte Constitucional, haciendo uso de sus funciones legales 
indicó:  
 
No parece existir una razón constitucional suficiente para que, frente a 
procesos de violencia masiva, se deje de aplicar el principio general 
según el cual quien causa el daño debe repararlo. Por el contrario, 
como ya lo ha explicado la Corte, las normas, la doctrina y la 
jurisprudencia nacional e internacional han considerado que la 
reparación económica a cargo del patrimonio propio del perpetrador es 
una de las condiciones necesarias para garantizar los derechos de las 
víctimas y promover la lucha contra la impunidad. Sólo en el caso en el 
cual el Estado resulte responsable – por acción o por omisión – o 
cuando los recursos propios de los responsables no son suficientes 
para pagar el costo de reparaciones masivas6. 
 
Por su parte, el Consejo de Estado, también ha realizado una interpretación de 
las normas sobre responsabilidad del Estado, aduciendo que de ellas se 
desprende la obligación de responder por hechos de terceros, específicamente 
en el caso de actos terroristas perpetrados por grupos al margen de la ley, en el  
último pronunciamiento sobre el particular, consignó:  
 
“Considera la Sala que la acción de reparación directa instaurada (art. 
86, C.C.A.) es la procedente, toda vez que por esta vía se pretende el 
resarcimiento patrimonial del daño inferido a la parte actora, 
consistente en los perjuicios ocasionados por un acto de terrorismo de 
                                           
6 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-370 de 2006. Magistrados Ponentes: Dr. MANUEL JOSÉ 
CEPEDA ESPINOSA, Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL, Dr. MARCO 
GERARDO MONROY CABRA, Dr. ALVARO TAFUR GALVIS y  Dra. CLARA INÉS VARGAS 
HERNÁNDEZ. 
un tercero, ocurrido el 29 de enero de 1997 en Medellín– Antioquia y 
que se le imputa a la entidad demandada.”7 
 
 
Del  fallo traído a colación se infiere que es vital en este caso el ejercicio judicial, 
teniendo en cuenta que las normas por sí solas no han establecido la 
responsabilidad del Estado por hechos de terceros. Ahora bien, es de gran 
importancia la actividad judicial, pues ella es la que hace efectivas las normas y 
las aplica a los supuestos fácticos. 
 
5.3  MARCO CONCEPTUAL  
 
5.3.1  Supuestos Fácticos. Se refiere a los hechos, en otras palabras, los 
sucesos que originan el evento analizado, para el presente el acto terrorista. 
 
5.3.2 Fundamentos Jurídicos. Hacen alusión a las normas que se aplican a 
determinado evento. 
 
5.3.3 Definición de acto terrorista. En este aparte, es importante entrar a 
establecer que se entiende por ataque terrorista, encontrando algunos referentes 
internacionales sobre el particular, en los que se ha precisado que como tal no 
existe una definición de acto terrorista, limitándose sólo a indicar, que es un 
fenómeno social que presenta ciertas características. Ni los expertos en derecho 
internacional ni los representantes de los Gobiernos han logrado convenir en una 
definición general y ampliamente aceptada. Empero en la Convención de 1937 
para la prevención y represión del terrorismo, se establece que son actos de 
terrorismo los “actos criminales contra un Estado o cuya finalidad sea infundir 
                                           
7 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia de 26 de Junio de 2014, Exp. 05001-23-31-000-1998-03751-
01(26161) MP. RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO. 
 
terror, difundida  contra un Estado o cuya finalidad sea infundir terror a personas 
individuales, grupos de personas o al público en general”8 
 
En el proyecto de Convención general sobre el terrorismo internacional, elaborado 
por el Comité Especial y el correspondiente grupo de trabajo de la ONU, se 
esboza la siguiente definición de actos terroristas (Artículo 2):  
 
"Comete delito en el sentido de la presente Convención quien ilícita e 
intencionadamente y por cualquier medio cause: la muerte o lesiones 
corporales graves a otra persona o personas; o daños graves a 
bienes públicos o privados, incluidos lugares de uso público, 
instalaciones públicas o gubernamentales, redes de transporte 
público, instalaciones de infraestructura o el medio ambiente; o daños 
a los bienes, lugares, instalaciones o redes mencionados a que se 
hace referencia en el apartado precedente, cuando produzcan o 
puedan producir un gran perjuicio económico, si el propósito de tal 
acto es, por su naturaleza o contexto, intimidar a la población u 
obligar a un gobierno o a una organización internacional a hacer o 
dejar de hacer algo. "9 
 
La Unión Europea dio un paso más allá emitiendo un pronunciamiento sobre qué 
se entiende por acto terrorista, precisando que es el acto intencionado que, por su 
naturaleza o su contexto, pueda perjudicar gravemente a un país o a una 
organización internacional tipificado como delito según el Derecho nacional10, 
cometido con el fin de: 
 
 Intimidar gravemente a una población. 
 
                                           
8 GASSER,  Hans-Peter. ACTOS DE TERROR, TERRORISMO Y DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO.  Revista Internacional de la Cruz Roja. 2009. P. 82. 
9 Ibídem. 
10 UNIÓN EUROPEA. Reglamento (CE) No. 2580/2001 del Consejo, del 27 de diciembre de 2001, sobre 
medidas restrictivas específicas dirigidas a determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el 
terrorismo (Diario Oficial No. L344 de 28/12/2001 páginas 0070-0075). 
 
 Obligar indebidamente a los Gobiernos o a una organización internacional a 
realizar un acto o a abstenerse de hacerlo. 
 
 Desestabilizar gravemente o destruir las estructuras políticas 
fundamentales, constitucionales, económicas o sociales de un país o de 
una organización internacional. 
 
Así pues se enlistan una serie de actos que son considerados como terroristas, sin 
olvidar que deben obedecer a alguna de las tres situaciones planteadas en 
precedencia:  
 
a. Atentados contra la vida de una persona que puedan causar la muerte o 
contra la integridad física de una persona; 
 
b. Secuestro o toma de rehenes; 
 
c. Causar destrucciones masivas a un gobierno o a instalaciones o públicas, 
sistemas de transporte, infraestructuras, incluidos los sistemas de 
información, plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, 
lugares públicos, o propiedades privadas que puedan poner en peligro 
vidas humanas o producir un gran perjuicio económico; 
 
d. Apoderamiento de aeronaves y de buques o de otros medios de transporte 
colectivo o de mercancías; 
 
e. Liberación de sustancias peligrosas, o provocación de incendios, 
inundaciones o explosiones cuyo efecto sea poner en peligro vidas 
humanas; 
 
f. Perturbación o interrupción del suministro de agua, electricidad u otro 
recurso natural fundamental cuyo efecto sea poner en peligro vidas 
humanas; 
 
g. Dirección de un grupo terrorista; 
 
h. Participación en las actividades de un grupo terrorista, incluido el suministro 
de información o medios materiales, o mediante cualquier forma de 
financiación de sus actividades, con conocimiento de que esa participación 
contribuirá a las actividades delictivas del grupo. 
 
 
 
5.3.4  Daño antijurídico. El daño antijurídico puede definirse como aquel perjuicio 
que se causa a una persona y que no está obligada a soportar, es la égida de la 
responsabilidad estatal y su génesis se encuentra como ésta, en el artículo 90 de 
la Carta Política, pese a que no lo define expresamente.  
 
La noción de daño antijurídico se remonta a la Asamblea Nacional Constituyente 
en donde se observa la intención de consagrarlo y que se toma de referentes 
internacionales como el español, en donde se establece no como aquel que es 
producto de una actividad ilícita del Estado sino como el perjuicio que es 
provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. Esta 
concepción fue la base conceptual de la propuesta que llevó a la consagración del 
actual artículo 90. Así se señaló en la ponencia para segundo debate en la 
Plenaria  de la Asamblea Constituyente: 
  
"En materia de responsabilidad patrimonial del Estado, se elevan a la 
categoría constitucional dos conceptos ya incorporados en nuestro 
orden jurídico: el uno, por la doctrina y la jurisprudencia, cual es el de la 
responsabilidad del Estado por los daños que le sean imputables: y el 
otro, por la ley, la responsabilidad de los funcionarios. 
  
La noción de daño en este caso, parte de la base de que el Estado es el 
guardián de los derechos y garantías sociales y que debe, por lo 
tanto, reparar la lesión que sufre la víctima de un daño causado por su 
gestión, porque ella no se encuentra en el deber jurídico de soportarlo. 
  
La responsabilidad se deriva del efecto de la acción administrativa y no 
de la actuación del agente de la Administración causante material del 
daño, es decir, se basa en la posición jurídica de la víctima y no sobre 
la conducta del actor del daño, que es el presupuesto de la 
responsabilidad entre particulares. 
  
Esta figura tal como está consagrada en la norma propuesta, 
comprende las teorías desarrolladas por el Consejo de Estado sobre 
responsabilidad extracontractual por falta o falla del servicio, daño 
especial o riesgo"11 (Subraya del texto). 
  
Esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por la jurisprudencia del 
Consejo de Estado, definiéndose como "la lesión de un interés legítimo, patrimonial 
o extrapatrimonial, que la víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual 
"se ha desplazado la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo"; por tanto, el 
daño antijurídico puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa 
lícita. Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de 
responsabilidad subjetiva y objetiva"12 
 
5.3.5  Regímenes existentes de responsabilidad del Estado. 
 
5.3.5.1  Regímenes de Responsabilidad Subjetiva.  
1. La falla probada del servicio: “aquella que se presenta cuando el servicio 
funciona mal, no funciona o funciona tardíamente”13. En este caso será el actor el 
                                           
11 RAMÍREZ OCAMPO, Augusto. "Ponencia para segundo debate de la nueva Constitución Política de 
Colombia" en Gaceta Constitucional No 112, 3 de julio de 1991, pp 7 y 8. 
12 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-333 de 1996. 
13 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia del 15 de noviembre de 1995. C.P.: Jesús María 
Carrillo 
que pruebe la falla del servicio so pena de fracasar en el litigio de sus 
pretensiones. Es una modalidad subjetiva de responsabilidad pues se debe 
demostrar la culpabilidad del Estado.  
 
2. Falla presunta del servicio: “bajo este régimen el demandante esta eximido de 
demostrar la falla del servicio, solo le corresponde establecer el hecho de la 
actividad a quien resultó como victima directa; que se sufrió un daño y que este 
tiene relación causal con la conducta administrativa presumida14.  
 
 
5.3.5.2  Regímenes de Responsabilidad Objetiva 
1. Daño especial: Se puede señalar que se presenta cuando el Estado ejerciendo 
sus funciones, y obrando dentro del marco de la legalidad, produce perjuicios a los 
asociados, que por demás se catalogan como especiales y adicionales, pues son 
el resultado de una carga que los administrados no están obligados a soportar, así 
pues “ha de entenderse que se origina automáticamente en la Administración la 
obligación  de su directo y principal resarcimiento”15. En este aspecto el Consejo 
de Estado ha sostenido que este régimen de responsabilidad se aplicará por 
excepción.  
 
2. Expropiación y ocupación de inmuebles en caso de guerra: son dos los 
fundamentos de esta modalidad de responsabilidad estatal; el primero de ellos el 
artículo 58 de la C.N y seguidamente el principio de la igualdad ante las cargas 
públicas, además de ello la expropiación debe contribuir para lograr el 
                                           
14 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia de julio 25 de 2002, expediente 13680. C.P. María 
Elena Giraldo Gómez. 
15 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia de 14 de septiembre de 2000, expediente 12166. C.P. 
María Elena Giraldo Gómez. 
restablecimiento del orden público, es una modalidad de daño especial, pero más 
particular16.  
 
3. Riesgo excepcional: Como se explicará con más detalle en el desarrollo 
temático de éste trabajo, se ha acudido al riesgo excepcional para atribuirle 
responsabilidad al Estado por actos terroristas cuando el sustento jurídico y fáctico 
del mismo se centra en que la entidad pública genera un peligro para la sociedad y 
éste se cristalice en un resultado. 
 
En el siguiente pronunciamiento el Consejo de Estado, se explica con mayor 
claridad la aplicación de éste régimen: 
 
“Para que pueda atribuirse responsabilidad al Estado bajo este título de 
imputación por los daños derivados de acciones violentas cometidas por 
terceros, es necesario que el acto no tenga un carácter indiscriminado y 
que haya sido perpetrado por grupos armados al margen de la ley en el 
marco del conflicto armado interno, contra un bien claramente identificable 
como Estado o un personaje representativo de la cúpula estatal, y del cual 
se derive un riesgo cierto para la población civil en consideración a las 
características de seguridad de la zona en que se ejecuta el ataque. En el 
caso bajo examen está probado que el atentando terrorista no tenía un 
carácter indiscriminado, sino que estaba dirigido específicamente contra 
un bien claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto 
armado interno. (…) está probado que el daño surgió de la materialización 
de un riesgo excepcional. En efecto, dada la situación de conflicto 
armado, la cercanía a las instalaciones e infraestructura para el transporte 
de combustible generaba riesgos para la seguridad de las personas y sus 
bienes. Es de público conocimiento que, a finales de la década de los 
ochenta y principios de los noventa, la guerrilla estaba empecinada en 
atentar contra la infraestructura energética y petrolera del país. Las 
voladuras de torres de energía y los atentados contra los oleoductos eran 
hechos que se repetían con frecuencia a lo largo y ancho del territorio 
                                           
16 Sobre el particular: IRRISARRI BOADA, Catalina. “El daño antijurídico y la responsabilidad 
extracontractual del Estado colombiano”. Tesis de grado para obtener el título de abogada. Pontifica 
Universidad Javeriana. Bogotá, D.C:, 2000, Pág. 40 
nacional. (…). En el caso de los habitantes del municipio de Albán 
(Cundinamarca) el riesgo revestía un carácter cierto (…) la cercanía al 
propanoducto de propiedad de Ecopetrol puso a los habitantes y 
trabajadores de la vereda El Entable del municipio de Albán 
(Cundinamarca), en general, y a la sociedad Fierro Ávila y Cía, S. en C., 
en particular, en una situación de riesgo excepcional.”17 
 
 
5.3.6  Responsabilidad del Estado con base en lo expresado por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. La Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en los casos de conflicto armado sometidos a su 
jurisdicción, ha determinado:  
 
 “que, para tornar efectivos los derechos consagrados en la 
Convención Americana, el Estado Parte tiene la obligación, erga 
omnes, de proteger a todas las personas que se encuentren bajo su 
jurisdicción.  Esto significa, a juicio de la Corte, que dicha obligación 
general se impone no sólo en relación con el poder del Estado sino 
también en relación con actuaciones de terceros particulares, inclusive 
grupos armados irregulares de cualquier naturaleza.” 18 
 
 “11. (…)La Corte observa que dadas las características especiales del 
presente caso, y las condiciones generales del conflicto armado en el 
Estado colombiano, es necesaria la protección, a través de medidas 
provisionales, de los derechos a la vida y a la integridad personal de 
todos los miembros de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó 
así como de las personas que tengan un vínculo de servicio con dicha 
Comunidad, a la luz de lo dispuesto en la Convención Americana y en 
el Derecho Internacional Humanitario”19.  
 
… “Tales obligaciones se imponen no sólo en relación con agentes del 
poder público estatal, sino también en relación con actuaciones de 
                                           
17 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 29 de octubre de 2012. Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancur. 
18 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. , 
Medidas Provisionales Resolución de de 18 de junio de 2002, considerando undécimo. 
19 Ibídem 
terceros particulares, inclusive grupos armados irregulares de cualquier 
naturaleza” 20  
 
Se evidencia en la cita precedente, que también en el contexto Internacional, 
se establece una responsabilidad patrimonial del  Estado por  actos 
terroristas ejecutados por agentes ajenos al Estado. 
  
 
5.4  MARCO JURIDICO 
 
En el presente acápite se incluirán las normas que imponen al Estado la obligación 
de reparar, cuando ha causado un daño antijurídico a quien no está en la 
obligación de soportarlo.  
 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 
 
Artículo 90 
 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 
autoridades públicas.  
  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de 
uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa 
o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra 
éste”. 
 
Artículo 230 
 
 “los Jueces en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 
                                           
20  Voto concurrente Juez Antonio Augusto Cançado Trindade Corte IDH. Caso de la Comunidad de Paz de 
San José de Apartadó. , Medidas Provisionales Resolución de 15 de marzo de 2005., numeral 1. 
La Equidad, la Jurisprudencia, los principios generales del derecho y la 
doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.” 
 
 
 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – DECRETO 01 DE 1984 (APLICADO EN 
LOS JUZGADO ADMINISTRATIVOS DE DESCONGESTIÓN) 
 
Sea lo primero aclarar, que el Decreto 01 de 1984 perdió su vigencia con la 
expedición de la Ley 1437 de 2011, no obstante la misma se aplica en los juzgados 
administrativos de descongestión, siendo menester citar las disposiciones 
normativas utilizadas en casos judiciales para determinar la responsabilidad del 
Estado por hechos terroristas. Dichos artículos son los siguientes:  
 
Artículo 77: De los actos y hechos que dan lugar a responsabilidad. Sin 
perjuicio de la responsabilidad que corresponda a la Nación y a las entidades 
territoriales o descentralizadas, o a las privadas que cumplan funciones 
públicas, los funcionarios serán responsables de los daños que causen por 
culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones. (Se resalta) 
 
Artículo 85. Modificado por el Decreto 2304 de 1989, artículo 15. ACCIÓN DE 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se 
declare la nulidad del acto administrativo y se le restablezca en su derecho; 
también podrá solicitar que se le repare el daño. La misma acción tendrá 
quien pretenda que le modifiquen una Obligación fiscal, o de otra clase, o la 
devolución de lo que pagó indebidamente (Se resalta) 
 
Artículo 86. Modificado por la Ley 446 de 1998, artículo 31. Acción de 
reparación directa. La persona interesada podrá demandar directamente la 
reparación del daño cuando la causa sea un hecho, una omisión, una 
operación administrativa o la ocupación temporal o permanente del inmueble 
por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa. (Se resalta) 
 
 DECRETO 1290 DE 2005 QUE DENTRO DE SUS CONSIDERANDOS SEÑALA 
  
La reparación debe ser suficiente, efectiva, rápida y proporcional a la gravedad de 
las violaciones y a la entidad del daño sufrido.  
Cuando el responsable de la violación no pueda o no quiera cumplir con sus 
obligaciones, los Estados deben esforzarse por resarcir a la víctima. 
Frente a esta Ley es preciso puntualizar que introduce una especia de 
responsabilidad social del Estado, pues pese a que son hechos no originados en 
el mismo, se encuentra en la obligación de repararlos.  
 
Artículo 2: (…) Reparación individual administrativa. De acuerdo con el principio de 
solidaridad, se entiende por reparación individual administrativa el conjunto de 
medidas de reparación que el Estado reconozca a las víctimas de violaciones de 
sus derechos fundamentales, por hechos atribuibles a los grupos armados 
organizados al margen de la ley; sin perjuicio de la responsabilidad de los 
victimarios y de la responsabilidad subsidiaria o residual del Estado. 
 
Finalmente y en consideración al mismo decreto 1290 de 1998 por medio de cual 
se adopta el programa de reparación administrativa a las victimas de conflictos 
armados, la reparación administrativa constituye: el conjunto de medidas de 
reparación que el Estado reconozca a las víctimas de violaciones de sus derechos 
fundamentales,  de otro lado se puede señalar que la misma se da cuando un 
hecho del Estado o de sus gentes, -acción u omisión- genere un perjuicio y que 
comprometa la responsabilidad del Estado, “el Estado deberá restablecer la 
situación que garantice a las víctimas en el goce de sus derechos lesionados”21  
                                           
21 CANÇADO TRINDADE, Antonio Augusto, Voto Razonado del Caso Cantoral Benavides versus Perú, 
 
 LEY 446 DE 1998 
 
Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante 
la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a 
las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los 
criterios técnicos actuariales. 
 
 LEY 472 DE 1998 
 
Artículo 3º. Acciones de grupo. Son aquellas acciones interpuestas por un 
número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes 
respecto de una misma causa que originó perjuicios individuales para dichas 
personas. Las condiciones uniformes deben tener también lugar respecto de todos 
los elementos que configuran la responsabilidad. (El aparte resaltado fue 
declarado inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-569 del 8 de 
junio de 2004.). 
 
Artículo 46. Procedencia de las acciones de grupo. Las acciones de grupo son 
aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas 
que reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó 
perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben 
tener también lugar respecto de los elementos que configuran la responsabilidad. 
(El aparte resaltado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-569 del 8 de junio de 2004.). 
 
La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el 
reconocimiento y pago de la indemnización de los perjuicios.  
 
                                                                                                                                
 
 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
Estableció este Código la procedencia del mecanismo de control de reparación 
directa en los siguientes términos:  
 
Artículo 140.  
 
Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la 
persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño 
antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado. 
  
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la 
causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la 
ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o 
por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que 
haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma. (Nota: La expresión 
señalada en negrilla fue declarada exequible por los cargos analizados por la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-644 de 2011.). 
  
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública. 
  
En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 
particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 
la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 
del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño. (Nota: Ver Sentencia C-644 de 
2011.). 
 
6. ESTRATEGIA METODOLÓGICA 
 
6.1  TIPO DE INVESTIGACIÓN: Exploratoria. 
 
El tipo de investigación que se pretende realizar es exploratoria, teniendo en 
cuanta que se analizaran los pronunciamientos dados por el Consejo de Estado 
durante los años 2008 a 2014, sobre la responsabilidad del Estado por hechos 
terroristas, buscando determinar los supuestos facticos y jurídicos que llevan a 
colegir que en un caso dado hay responsabilidad estatal.  
 
6.2  ENFOQUE DE INVESTIGACION. Histórico Hermenéutico.  
 
El enfoque de la presente investigación es histórico hermenéutico, pues se hará el 
recuento de las sentencias proferidas por el Máximo Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, durante los años 2008 a 2014 e interpretar lo condensado en ellas 
sobre la responsabilidad estatal, es decir, se ha de partir de lo ya dicho en la 
jurisprudencia mencionada para elaborar y determinar los supuestos fácticos y 
jurídicos de la responsabilidad del Estado por hechos de terceros, en relación con 
los ataques terroristas. 
 
Se reitera además, que se escogió éste periodo de tiempo, con el fin de realizar 
una actualización del conocimiento construido por la doctrina Colombiana sobre 
los precedentes judiciales sobre el tema en cuestión. 
 
6.3  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN: Análisis y Síntesis.  
 
Se van a analizar los diferentes regímenes de responsabilidad del Estado, para 
determinar en cuál de ellos aplica la imputación de responsabilidad por actos 
terroristas ocasionados por terceros y de allí se fijaran los elementos de hecho y 
de derecho para decir que se endilga responsabilidad al Estado.  
6.4  FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN 
 
6.4.1  Fuentes primarias. Teniendo en cuenta la relevancia manifiesta que en el 
presente trabajo tiene la jurisprudencia del Consejo de Estado, se han de tomar 
como fuentes primaria las sentencias proferidas por este órgano en los años 2008 
a 2014.  
  
6.4.2  Técnicas de análisis de la información. Para el análisis de la información 
recolectada, se utilizaran fichas RAE (Resumen Analítico del Escrito), cuya 
finalidad es la sintetizar y concretar dichas jurisprudencias bajo el siguiente 
esquema:  
 
 
FICHAS RAE – JURISPRUDENCIA CONSEJO DE ESTADO 
UNIVERSIDAD LIBRE SECCIONAL PEREIRA  
TIPO DE DOCUMENTO  
NÚMERO DE RADICACIÓN  
FECHA   
AUTOR O PONENTE  
TIPO DE ACCIÓN  
ACTOR  
DEMANDADO  
HECHOS 
 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE 
 
ASPECTOS CLAVE 
 
JURISPRUDENCIA REFERENCIADA 
 
 
7.  DESARROLLO TEMÁTICO 
 
En la presente sección del documento  se desarrollaran los siguientes temas: En 
primer lugar se definirán los regímenes existentes en el tema de  responsabilidad 
de Estado por actos terroristas, al inicio del segundo capítulo se enunciaran 
conceptos de organismos internacionales sobre el tema y en general sobre el 
conflicto armado Colombiano, posteriormente la investigación se adentrará en los 
principales pronunciamientos del  Consejo de Estado  de los años 2008 al 2014  
haciendo énfasis en los criterios facticos, jurídicos y los regímenes que tiene en 
cuenta esta corporación para determinar la responsabilidad del Estado por Actos 
terroristas. Para lo anterior se realizó la lectura de 47 sentencias y se elaboraron 
21 fichas resumen. Finalmente se enlistaran los principales mecanismos que 
establece la jurisdicción de lo contencioso administrativo para hacer efectiva la 
responsabilidad del estado y las  causas que eximen al ente estatal de la misma. 
     
 
CAPÍTULO I  
 
7.1 RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO 
 
7.1.1  Regímenes de responsabilidad extracontractual del Estado. La 
Responsabilidad extracontractual del Estado se presenta cuando se ha concretado 
un daño antijurídico causado a un administrado y la imputación del mismo a la 
administración pública tanto por acción como por la omisión22.  
 
También opera cuando se ha faltado a un deber jurídico y bajo diferentes títulos de 
imputación, consolidados así: “i) falta o falla en la prestación del servicio – simple; 
                                           
22 Ver: VELASQUEZ GIL, Catalina. Responsabilidad Contractual y extracontractual del Estado. Librería 
Jurídica Sánchez R. Ltda. Bogotá, 2012. P. 221. 
presunta y probada; daño especial – desequilibrio de las cargas públicas, daño 
anormal-; riesgo excepcional…”23 
 
Los Estrados Judiciales, han hecho una concreción de la existencia de regímenes 
objetivos y subjetivos frente a la responsabilidad extracontractual, indicando que 
pueden existir los siguientes:  
 
“… falla del servicio, bien porque funcionarios públicos participaron 
directamente en la comisión del hecho; porque la víctima, o la persona 
contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las 
autoridades y ésta no se le brindó, o porque en razón de las especiales 
circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible.  
… 
Igualmente, la Sala ha admitido que en los casos de atentados 
terroristas, es posible imputar los daños al Estado a título de daño 
especial. En efecto, se ha afirmado:  
 
“Por consiguiente, en cuanto el acto terrorista se dirige contra la 
sociedad en su conjunto, pero se localiza materialmente en el perjuicio 
excepcional y anormal respecto de un ciudadano o grupo de 
ciudadanos muy reducido, será toda la sociedad la que soporte, de 
forma equitativa, esa carga. En efecto, la solidaridad fundamentaría la 
atribución de esos daños al Estado: 
 
‘La solidaridad impone el deber de reparar, el fin reside en no dejar a la 
víctima desprotegida ante un daño injusto, que no tenga el deber de 
soportar; de allí que se produzca la ampliación de los factores de 
atribución de responsabilidad, hasta avanzar más allá de la noción de 
culpa, antes la frontera en la que se detenía el resarcimiento. 
 
“La teoría del daño especial es conveniente, no sólo porque brinda una 
explicación mucho más clara y objetiva sobre el fundamento de la 
responsabilidad estatal, sino por su gran basamento iusprincipialista 
que nutre de contenido constitucional la solución que en estos casos 
profiere la justicia contencioso administrativa. Sin descartar desde 
luego, que en algunos eventos de actos terroristas, podrán aplicarse los 
otros regímenes de responsabilidad -falla del servicio y riesgo 
excepcional-, si las facilidades que se juzgan así lo reclaman, pues se 
itera, la teoría del daño especial es subsidiaria, en el entendimiento de 
que sólo se aplica, si los hechos materia de juzgamiento no encuentran 
                                           
23 Ibídem. 
tipicidad, en alguno de aquéllos otros sistemas de responsabilidad 
administrativa a los que ya se aludió.” 
 
 
 
Ahora bien, no debe dejarse a un lado que existen otros regímenes de 
responsabilidad estatal que se citan a continuación en aras de efectuar una malla 
conceptual que aporte conocimientos específicos sobre el tema, pero aclarando 
que se hará un análisis más riguroso de los regímenes mencionados en 
precedencia, esto es, cuando se presenta el daño especial o el riesgo excepcional, 
por ser dentro de los cuales se enmarca la responsabilidad por actos terroristas, 
conforme los pronunciamientos del Consejo de Estado y la doctrina nacional.  
 
 
7.1.2  Responsabilidad objetiva y subjetiva. La responsabilidad subjetiva es 
aquella en la cual concurren tres elementos: el daño, el actuar intencional del autor 
y el nexo de causalidad entre el daño y el hecho24.  
 
Por su parte la responsabilidad objetiva, hace alusión a que: “…lo relevante para 
establecer una responsabilidad es la presencia del daño y la relación de 
causalidad entre el hecho o acción ejercida y el daño. No es necesario analizar si 
quien realizó la acción lo hizo de una forma dolosa o negligente. De ese estudio 
NO depende que se indemnice o no el perjuicio. Para indemnizar el perjuicio 
solo basta con demostrar la realización de una acción o la omisión y el nexo 
de causalidad entre ese actuar o esa omisión y el daño.25  
 
Hablando de la responsabilidad general, dentro del Estado Social de Derecho no 
todo daño causado a otro, hace responsable a su autor. En ciertos casos se exige 
que el autor del daño haya obrado con intención; en consecuencia, los daños 
                                           
24 IRRISARI BOADA. Catalina. El daño antijurídico y la responsabilidad extracontractual del Estado. 
Universidad Javeriana, Bogotá D.C., 2000. P. 23. 
25 Ibídem 
causados sin culpa no son objeto de reparación, lo cual se maneja generalmente 
en casos de responsabilidad por falla en el servicio; empero algunos regímenes de 
responsabilidad no hace falta probar el nexo de causalidad, emergiendo entonces 
la denominada responsabilidad objetiva, la cual se ha definido claramente por 
doctrinantes como Wilson Ruíz Orejuela en su obra “Responsabilidad del Estado y 
sus regímenes” indicando: “En los regímenes objetivos el elemento falla del 
servicio no entra en juego, no está el actor obligado a probarla, ni el demandado 
a desvirtuarla, y la administración solo se exonera demostrando la existencia de 
una causa extraña que rompa el nexo de causalidad”26(Negrilla y subraya fuera de 
texto). 
 
 
De lo discurrido en los párrafos anteriores, puede extractarse que cuando hay 
intervención de un elemento de orden psicológico (Dolo o culpa), se origina  la 
denominada responsabilidad subjetiva. La segunda clase, o sea los daños 
causados sin intención, que originan la obligación de reparación, dan lugar a la 
responsabilidad objetiva o responsabilidad de pleno derecho (llamada también 
responsabilidad por riesgo o responsabilidad por hechos no culposos.)27 
 
En lo que tiene que ver con la responsabilidad patrimonial del Estado, ésta ha sido 
generalmente concebida como objetiva, lo que implica que al demostrarse un daño 
antijurídico causado, debe ser reparado, sin que se tenga en cuenta si ha habido 
intención en su producción. Esta teoría estuvo vigente, hasta que con el devenir 
de los tiempos, se analizó el elemento de subjetividad en la producción de un daño 
por parte del Estado, emergiendo con ello, las denominadas teorías de imputación 
de responsabilidad, verbi gratia, la falla en el servicio, falla probada entre otros, 
donde la subjetividad se constituye en el plus para verificar la responsabilidad.  
                                           
26 RUÍZ OREJUELA, Wilson. Responsabilidad del Estado y sus Regímenes. Ecoe Ediciones, Segunda 
Edición. Bogotá D.C., 2013 P.12-15. 
27 Ver: ARMENTA ARIZA. Angélica María. El régimen de responsabilidad patrimonial en Colombia: el 
título jurídico de imputación. Revista VIA IURIS. Bogotá, 2009. P 6. 
Corolario de lo anterior, se pueden encontrar los siguientes regímenes de 
Responsabilidad subjetiva:   
 
1.  La falla probada del servicio: “aquella que se presenta cuando el servicio 
funciona mal, no funciona o funciona tardíamente”28. En este caso será el actor el 
que pruebe la falla del servicio so pena de fracasar en el litigio de sus 
pretensiones. Es una modalidad subjetiva de responsabilidad pues se debe 
demostrar el actuar intencional del sujeto que cometió el hecho.  
 
2. Falla presunta del servicio: “bajo este régimen el demandante esta eximido de 
demostrar la falla del servicio, solo le corresponde establecer el hecho de la 
actividad a quien resultó como víctima directa; que se sufrió un daño y que este 
tiene relación causal con la conducta presumida29.  
 
Entre tanto, acerca de las modalidades de Responsabilidad Objetiva, se 
relacionan las siguientes: 
 
1.  Daño especial: Se puede señalar que se presenta cuando el Estado en 
desarrollo de una actividad legal, produce perjuicios un daño a otro próximo, que 
por demás se cataloga como especial y adicional, pues son el resultado de una 
carga que los administrados no están obligados a soportar, si se presentan en el 
campo estatal, así pues “ha de entenderse que se origina automáticamente en la 
Administración la obligación de su directo y principal resarcimiento”30. En este 
aspecto el Consejo de Estado ha sostenido que este régimen de responsabilidad 
se aplicara por excepción.  
 
                                           
28 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia del 15 de noviembre de 1995. C.P.: Jesús María 
Carrillo 
29 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia de julio 25 de 2002, expediente 13680. C.P. María 
Elena Giraldo Gómez. 
30 Consejo de Estado, SCA, Sección Tercera, Sentencia de 14 de septiembre de 200, expediente 12166. C.P. 
María Elena Giraldo Gómez. 
Su génesis se encuentra en el equilibrio de las cargas públicas que deben 
soportar los ciudadanos, lo que lleva a indicar que cuando se rompe dicho 
equilibrio el Estado debe responder, su égida jurídica es entonces el principio de 
“igualdad de los ciudadanos frente a las cargas públicas” y ha sido descrito por 
autores como García Oviedo, citado por Wilson Ruíz Orejuela, así: mientras un 
ciudadano soporte las mismas cargas que los demás, nada puede reclamarle al 
Estado, pero si llega a soportar una carga especial surge el deber de 
indemnizar a cargo de este último.”31 Algunos de los ejemplos más comunes 
son la privación injusta de la libertad y la persecución de agentes subversivos, en 
donde el actuar del Estado se considera legítimo para garantizar el orden y la 
seguridad; o, puede darse en la utilización de inmuebles privados por autoridades 
públicas que se configura bajo dos fundamentos; el primero de ellos el artículo 58 
de la Constitución Política  y seguidamente el principio de la igualdad ante las 
cargas públicas, además de ello la expropiación debe contribuir para lograr el 
restablecimiento del orden público, es una modalidad de daño especial, pero más 
particular32.  
 
2. Riesgo excepcional: Se ha acudido al riesgo excepcional para la atribución de 
responsabilidad estatal por actos terroristas cuyo sustento jurídico y fáctico se 
centra en que se genere un peligro para la sociedad y éste se cristalice, 
adicionalmente debe probarse que el ataque o actuación de dirige concretamente 
contra un objetivo, gubernamental, militar o de la misma índole. Así lo preciso el 
Consejo de Estado en pronunciamiento del año 2013, resaltando:  
 
“Para que pueda atribuirse responsabilidad al Estado bajo este título de 
imputación por los daños derivados de acciones violentas cometidas por 
terceros, es necesario que el acto no tenga un carácter indiscriminado y 
que haya sido perpetrado por grupos armados al margen de la ley en el 
                                           
31 RUÍZ OREJUEJA, Wilson. Responsabilidad del Estado y sus regímenes. Op.cit. P. 17-18. 
32 Sobre el particular: IRRISARRI BOADA, Catalina. “El daño antijurídico y la responsabilidad 
extracontractual del Estado colombiano”. Tesis de grado para obtener el título de abogada. Pontifica 
Universidad Javeriana. Bogotá, D.C:, 2000, Pág. 40 
marco del conflicto armado interno, contra un bien claramente identificable 
como Estado o un personaje representativo de la cúpula estatal, y del cual 
se derive un riesgo cierto para la población civil en consideración a las 
características de seguridad de la zona en que se ejecuta el ataque.  
(…) 
 
Ello en razón a que el daño reviste el carácter de antijurídico y es 
imputable jurídicamente a la administración porque estuvo dirigido contra 
un objetivo claramente identificable como Estado, en el marco del conflicto 
armado interno y supuso la materialización de un riesgo de naturaleza 
excepcional, creado conscientemente por Ecopetrol para el desarrollo de 
su objeto social”33 
 
El riesgo excepcional se presenta cuando la población es expuesta a daños por el 
desarrollo de funciones riesgosas, verbi gratia, el uso de armas de dotación oficial, 
la conducción de vehículos, el manejo de energía eléctrica, los atentados 
terroristas dirigidos contra un objetivo estatal que se encuentre cerca de 
particulares. 
 
En el presente acápite resulta imperioso, sin embargo, hacer una distinción entre 
el daño especial y el riesgo excepcional, encontrando entre estos dos títulos de 
imputación las siguientes divergencias: 
 
La imputación bajo el riesgo excepcional, supone la comparecencia de los 
siguientes elementos:  
- El provecho o utilidad de la actividad que se desarrolla, como es el caso de la 
conducción de energía, o el manejo de armas de dotación para repeler o evitar un 
ataque, la construcción de una obra pública). 
 
- Implica la prestación de servicios en beneficio de la comunidad pero con el 
empleo de medios o recursos que generan un riesgo excepcional. 
                                           
33 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 29 de octubre de 2012. Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancur. 
-  El daño puede ser producido por un tercero pero en razón del riesgo creado y 
asumido por el Estado de forma consciente, por lo que se ve conminado a 
responder patrimonialmente. 
 
- Actualmente la tendencia en el Consejo de Estado es considerar que la ubicación 
de elementos representativos del Estado o los funcionarios con altos cargos crean 
un riesgo excepcional que  de realizarse debe ser indemnizados los daños 
causados. 
 
- Cuando el daño es causado por un tercero y fue la administración quien creo el 
riesgo, surge  la concurrencia de culpas, lo cual implica que  existe solidaridad en 
materia de responsabilidad, lo que le permite al afectado disponer de libertad de 
elección para dirigir su demanda frente a ambos o uno de ellos, con la posibilidad 
de  que, quien  responde patrimonialmente puede subrogarse frente a su deudor 
solidario en proporción a la concurrencia de culpas. 
 
- No se cuestiona la licitud de la actividad desplegada 
 
Por su parte el daño especial se aplica cuando:  
 
- Hay un beneficio para la sociedad pero no redunda o se funda en ganancias 
económicas necesariamente. 
 
- Generalmente no se deriva de la peligrosidad de la actividad estatal sino del 
ejercicio de actividades que no generan un riesgo o un peligro y que de causarse 
el daño no se relaciona con la vida, integridad de las personas o de los bienes, es 
el caso de la  expedición de ley en beneficio de la comunidad pero que perjudica a 
unos pocos. 
 
-  La reparación patrimonial se sustenta en los artículos 13 y 90 de la Carta 
Política,  y en los principios universales del derecho como la equidad, en los que 
fundan el Estado Social de derecho como lo son: la solidaridad y bienestar 
colectivo 
 
- Es evidente que cuando se produce un daño especial se genera una ruptura del 
principio de igualdad frente a las cargas públicas. 
 
- No se cuestiona la licitud de la actividad desplegada por el Estado. 
 
Conforme lo expuesto en los fallos precedentes, se colige que la diferencia entre 
uno y otro régimen de responsabilidad son los elementos que se deben acreditar 
para que ella exista, en algunos han de confluir los tres, esto es, el hecho, el daño 
y el nexo de causalidad; en otros, especialmente en los que se han denominado 
objetivos, solo el hecho y el daño, verbi gratia, en el manejo de armas, la 
conducción de vehículos, aquellos que se presentan en consideración a la 
provisión de servicios de energía y en tratándose del Estado, el Consejo de 
Estado ha implementado en su senda jurisprudencial, la teoría del riesgo en el 
caso de ataques terroristas.  
  
  
 
 
 
 
 
CAPÍTULO II 
 
7.2  CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR LA 
ACTIVIDAD DE GRUPOS TERRORISTAS 
 
7.2.1  Actividad de grupos terroristas bajo el marco del Derecho 
Internacional. Los pronunciamientos internacionales sobre el actuar de los grupos 
terroristas son de relevancia manifiesta, toda vez que en ellos se evidencia el 
querer de la comunidad internacional para atacar este tipo de acciones y 
coadyuvar a la obtención de la paz.  
 
Así las cosas, en 2006, se profirió un fuerte pronunciamiento de la ONU 
denominado “Unidos contra el terrorismo”, en el que se consideró que los actos 
así catalogados eran inaceptables y no podía admitirse justificación alguna sobre 
el particular, siendo obligación de la organización mantener su concepto respecto 
de los actos catalogados así. Precisó: 
 
“10. Los grupos que recurren a tácticas terroristas lo hacen porque 
creen que esas tácticas son eficaces y contarán con la aprobación de 
muchos, o por lo menos de aquellos en cuyo nombre pretendan 
actuar. Nuestro cometido principal, por lo tanto, es reducir el atractivo 
que el terrorismo puede tener para sus posibles partidarios. Para 
limitar el número de quienes pueden recurrir al terrorismo, debemos 
dejar perfectamente en claro que ninguna causa, por más justa que 
sea, puede ser excusa para el terrorismo. Ello incluye la legítima lucha 
de los pueblos por la libre determinación. Ni siquiera ese derecho 
fundamental definido en la Carta de las Naciones Unidas justifica el 
asesinato y la mutilación deliberados de civiles y no combatientes. En 
la Cumbre Mundial 2005, los Estados Miembros se unieron por 
primera vez para condenar enérgicamente el terrorismo en todas sus 
formas y manifestaciones, independientemente de quién lo cometa y 
de dónde y con qué propósitos, puesto que constituye una de las 
amenazas más graves para la paz y la seguridad internacionales.”34 
 
Con ello se cumple una de las finalidades más relevantes de la organización de 
naciones unidas, que va ligada al hecho de querer lograr la paz mundial y el 
repudio a los actos terroristas generadores de conflictos armados de carácter 
interno como internacional.  
 
7.2.2  Responsabilidad del Estado Colombiano por hechos terroristas según 
instancias internacionales. El Estado colombiano se ha comprometido 
internacionalmente a garantizar el libre ejercicio de los derechos del hombre, 
consagrados en pactos y convenios internacionales suscritos y ratificados por el 
mismo, por lo que los organismos internacionales tienen competencia  en el caso 
de las violaciones de derechos humanos  alegadas  y protegidos en esos tratados 
si ocurren dentro del territorio de un Estado parte de la  los mismos. Así pues la 
vulneración de los derechos humanos en un estado parte de un tratado 
internacional da lugar al “hecho internacionalmente ilícito”35 que constituye una 
violación al tratado internacional y por tanto,  se pretende la responsabilidad 
internacional del Estado. 
 
Colombia ha sido objeto de diferentes declaratorias de responsabilidad 
internacional, pese a que se dan en el marco de hechos perpetrados por grupos al 
margen de la Ley, bien sea grupos guerrilleros, paramilitares o bandas criminales, 
inclusive por agentes del Estado. Un caso concreto es lo ocurrido en la 
Comunidad de Paz de San José de Apartadó, que resaltan varios aspectos 
                                           
34 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Unidos contra el terrorismo: recomendaciones para  una 
estrategia mundial de lucha contra el terrorismo. Informe de la Secretaría General. A/60/825, 27 de abril de 
2006. 
35 “el hecho internacionalmente ilícito del Estado resulta de la confluencia de dos elementos constitutivos: en 
primer lugar se requiere un comportamiento consistente en una acción u omisión atribuibles al Estado según 
el derecho internacional (elemento subjetivo), y en segundo lugar se requiere que haya una obligación 
internacional del Estado resultante de ese comportamiento (Elemento objetivo)” REY CANTOR, Ernesto y 
REY ANAYA, Margarita, op.cit. p. 78 
relevantes que se deben referenciar, en este caso la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos sucintamente señala: “que, para tornar efectivos los derechos 
consagrados en la Convención Americana, el Estado Parte tiene la obligación, 
erga omnes, de proteger a todas las personas que se encuentren bajo su 
jurisdicción.  Esto significa, a juicio de la Corte, que dicha obligación general se 
impone no sólo en relación con el poder del Estado sino también en relación con 
actuaciones de terceros particulares, inclusive grupos armados irregulares de 
cualquier naturaleza.” 36 
 
De otro lado, advierte  que en razón de  las características especiales del  caso de 
la comunidad de San José de Apartadó , y las condiciones generales del conflicto 
armado en el Estado colombiano, es necesaria la protección, a través de medidas 
provisionales, de los derechos a la vida y a la integridad personal de todos los 
miembros de dicha comunidad, así como de las personas que tengan un vínculo 
de servicio con ella  a la luz de lo dispuesto en la Convención Americana y en el 
Derecho Internacional Humanitario.   
 
La CIDH, argumentó en esta oportunidad que al tratarse de  una comunidad 
ubicada en un territorio determinado y bajo ciertos parámetros que permitían 
identificarla como un grupo especial, este hecho se constituía en un elemento que 
imponía obligaciones de protección prioritaria por parte del Estado, más aun 
cuando tuvieron lugar diferentes masacres y crímenes en el seno de esta 
comunidad, que por demás de manera indirecta se encaminaban a la extinción de 
la misma y el Estado no  investigó y castigó a los responsables de estos hechos. 
Así pues, se ordenó al Estado colombiano brindar la protección efectiva y 
adecuada para salvaguardar los derechos de esta comunidad; advirtiendo el 
imperativo cumplimiento de las obligaciones erga omnes que le imponen no solo la 
CADH sino el Derecho de Ginebra, en este caso se precisó: 
                                           
36 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. , 
Medidas Provisionales Resolución de de 18 de junio de 2002, considerando undécimo. 
 “11. (…)La Corte observa que dadas las características especiales del 
presente caso, y las condiciones generales del conflicto armado en el 
Estado colombiano, es necesaria la protección, a través de medidas 
provisionales, de los derechos a la vida y a la integridad personal de 
todos los miembros de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó 
así como de las personas que tengan un vínculo de servicio con dicha 
Comunidad, a la luz de lo dispuesto en la Convención Americana y en 
el Derecho Internacional Humanitario”37.  
 
Las obligaciones erga omnes del Estado de Colombia comprometen a todas las 
personas sujetas a su jurisdicción, por lo tanto es deber del Estado tomar medidas 
también con los terceros y grupos al margen de la ley que irrumpen en la 
tranquilidad y atentan contra los derechos de los individuos de la comunidad: 
“Tales obligaciones se imponen no sólo en relación con agentes del poder público 
estatal, sino también en relación con actuaciones de terceros particulares, 
inclusive grupos armados irregulares de cualquier naturaleza”38 pues de otra forma 
las obligaciones convencionales de protección se reducirían a poco más que letra 
muerta. 
 
Se busca así, que el cumplimiento de tan mencionadas obligaciones, construyan 
una mejor protección de la persona humana: 
  
“Al fin y al cabo, el reconocimiento de las obligaciones erga omnes de 
protección se enmarca en el actual proceso de humanización del 
derecho internacional. En efecto, a la construcción de una comunidad 
internacional más institucionalizada corresponde un nuevo jus gentium, 
centrado en la satisfacción de las necesidades y aspiraciones del ser 
humano y la salvaguardia de los derechos que le son inherentes, en 
todas y cualesquiera circunstancias, en tiempos de paz así como de 
conflictos armados.  En este nuevo escenario de protección, podemos 
                                           
37 Ibídem 
38  Voto concurrente Juez Antonio Augusto Cançado Trindade Corte IDH. Caso de la Comunidad de Paz de 
San José de Apartadó. , Medidas Provisionales Resolución de 15 de marzo de 2005., numeral 1. 
visualizar los efectos de los tratados de derechos humanos vis-à-vis 
terceros, contribuyendo así a la consolidación de un auténtico régimen 
jurídico de las obligaciones erga omnes de protección de la persona 
humana.”39  
 
 
7.2.3 Jurisprudencia del Consejo de Estado año 2008 a 2014 sobre 
Responsabilidad patrimonial y Extracontractual del Estado Colombiano por 
Actos Terroristas realizados por Terceros. El Consejo de Estado, ha extendido 
la responsabilidad estatal, hasta el hecho de un tercero, particularmente, por 
daños ocasionados a víctimas de violencia calificada, verbi gratia, actos 
terroristas, población civil, en algunos tipos de responsabilidad objetiva (Daño 
especial, riesgo excepcional), desestimándolo por causa extraña, salvo “cuando 
éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa”, más no “en 
razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa 
defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es 
antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas 
superiores a las que se imponen a todos los demás asociados” y, aún, “sin 
importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la 
confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes 
estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un 
particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad 
del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus 
agentes”40  
 
A continuación se realizará un recorrido por la jurisprudencia de la Sección 
Tercera del  Consejo de Estado, desde el año 2008 hasta el 2014, destacando las 
                                           
39 Ibídem. Párr. 12 
40 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, sentencia de agosto 8 de 2002, radicación 54001-23-31-000-
1989-5672-01-10952, reiterada en sentencia de 26 de marzo de 2008, rad. 85001-23-31-000-1997-00440-01-
16530 
sentencias  y aspectos más relevantes relacionados con  la responsabilidad 
estatal por Actos terroristas: 
 
En el año 2008, Mediante decisión adoptada a título de Daño Especial por el alto 
tribunal, la Nación fue condenada a pagar más de $1.000 millones por los 
perjuicios causados a los pobladores de La Cruz (Nariño), afectados por los 
enfrentamientos entre varios frentes guerrilleros de las FARC cuyo objetivo 
principal era la destrucción de la estación de policía que se estaba construyendo 
en el lugar y miembros de la fuerza pública. 
 
Precisó la sala que para que pueda hablarse de responsabilidad administrativa por 
daño especial, es indispensable la ocurrencia de los siguientes requisitos 
tipificadores:  
 
a) Que se desarrolle una actividad legítima de la Administración; 
b) La actividad debe tener como consecuencia el menoscabo del derecho de una 
persona; 
c) El menoscabo del derecho debe tener origen en el rompimiento del principio de 
la igualdad frente a la ley y a las cargas públicas; 
d) El rompimiento de esa igualdad debe causar un daño grave y especial, en 
cuanto recae sólo sobre alguno o algunos de los administrados; 
e) Debe existir un nexo causal entre la actividad legítima de la Administración y el 
daño causado; y 
f) El caso concreto no puede ser susceptible de ser encasillado dentro de otro, de 
los regímenes de responsabilidad de la administración”41. 
 
Las razones que tuvo la Sala para condenar por Daño Especial se resumen así: 
                                           
41 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, sentencia del 02 de Febrero de 2008, radicado: 52001-23-31-
000-2004-00605-02 (AG),  M. P. Myriam Guerrero de Escobar. 
 
“Las explicaciones que se dieron en el capítulo anterior sobre el daño 
especial como título de imputación por ataques terroristas, permiten 
deducir la responsabilidad del Estado a partir del resultado dañoso, 
superior al que ordinariamente deben soportar y diferente del que 
asumen los demás pobladores, y proveniente del enfrentamiento armado 
entre las fuerzas del orden y el grupo subversivo de quien provino el 
ataque terrorista.  Si bien como consecuencia de dicho enfrentamiento se 
causaron daños a los inmuebles contiguos al sitio de ubicación de la 
estación de policía, objeto central del atentado, la actuación de la fuerza 
pública fue legítima, en cuanto se desarrolló en cumplimiento de su 
obligación constitucional de defender la vida y los bienes de los 
administrados, no acreditándose que excediera al marco de lo que le era 
debido”…  
 
 
”Si bien muchos de los daños a los inmuebles fueron ocasionados 
por el Estado, conforme a lo señalado por el personero del 
municipio, cuando dio cuenta en un informe sobre los hechos, de 
que los refuerzos de los helicópteros artillados, si bien “prestaron 
una ayuda eficaz a la Policía Nacional y contraguerrilla, 
desafortunadamente afectaron innumerables viviendas causando 
destrozos materiales…”; esa circunstancia corresponde al marco 
conceptual doctrinario y jurisprudencial de lo que es la teoría del 
daño especial en su original acepción, esto es: cuando el Estado 
en ejercicio de la legalidad o en el cumplimiento de los fines 
estatales, o en el ejercicio de sus competencias, causa daños a 
terceros inocentes. 
 
 
Por las razones anteriores, el título de imputación de responsabilidad 
del Estado, en este caso es el de daño especial, que además se ajusta 
al artículo 90 constitucional al tomar como punto de partida el daño 
antijurídico que sufrieron los demandantes; y que implica la obligación 
jurídica del Estado equilibrar nuevamente las cargas, que debieron 
soportar, en forma excesiva, algunos de sus asociados, alcanzando así 
una concreción real el principio de igualdad.”42 
 
                                           
42 Ibídem- 
Más adelante, la sección tercera se refiere al caso concreto: 
 
“Para deducir responsabilidad a título de daño especial, la ruptura del 
principio de igualdad ante las cargas públicas se manifiesta en el daño, 
que ha de ser anormal y especial, para que se configure el elemento de 
que trata el artículo 90 constitucional. La antijuridicidad del daño radica 
en que se produce un desequilibrio de las cargas públicas que se impone 
a la víctima, en relación con las cargas que deben soportar las demás 
personas, y por ello resulta indemnizable. 
 
En el presente caso, el análisis de los hechos arroja como resultado la 
ocurrencia de un daño, que a todas luces tiene la característica de ser 
anormal y excepcional, daño antijurídico que los demandantes no tenían 
la obligación de soportar, en cuanto les impuso una carga claramente 
desigual respecto de la que asumen comúnmente los ciudadanos frente 
al accionar de los grupos armados irregulares y de la respuesta a éste en 
cumplimiento del deber de mantenimiento del orden público que compete 
al Estado”43. 
 
Se analizan entonces las razones que esgrime la Sala para no endilgar 
responsabilidad al Estado a título de riesgo excepcional en el caso concreto: 
 
“No procede calificar tal actuación como generadora de un riesgo 
excepcional para aquéllos, pues no cabe predicar tal calificativo de una 
conducta legítima que aunque implique el uso de las armas, de por sí 
peligroso, se dirige o encamina precisamente, a conjurar y a repeler el 
riesgo que para la vida y los bienes de los administrados implican los 
ataques y atentados provenientes de grupos armados al margen de la 
ley”44 
 
De otra parte, según el Consejo de Estado después de analizar las pruebas colige, 
que  las consideraciones del Tribunal Administrativo de Nariño para negar las 
pretensiones no eran correctas, en primer lugar porque no se trató de un ataque 
terrorista indiscriminado por el contrario la ofensiva terrorista fue selectiva, en la 
medida en que se concretó a un objetivo particular y preciso: Los Agentes 
                                           
43 Ibídem.  
44 Ibídem. 
de la policía y las instalaciones de la Policía. Se deduce que el argumento de 
ataque indiscriminado aducido por el a quo, no es de recibo y, por el contrario las 
circunstancias de modo probadas en el proceso conducen sin duda alguna a 
focalizar el objeto del ataque, que no fue otro diferente al comando de policía en 
construcción, y en el cumplimiento de ese objetivo de guerra se destruyeron total y 
parcialmente las edificaciones contiguas: 
 
“Considerar los actos de terrorismo como el hecho exclusivo de un 
tercero, en términos del nexo de causalidad, implicaría condenar a la 
población a la impotencia, dado que el Estado tiene el deber jurídico de 
protegerla, por ejercer el monopolio legítimo de la fuerza, encarnado en 
sus fuerzas militares y de policía”45. 
 
 
Más adelante, en el año 2009, la Colegiatura analizó la demanda, presentada en 
contra de NACION MINISTERIO DE DEFENSA, POLICIA NACIONAL Y OTROS. 
Allí, los actores narraron que en la noche del 30 de marzo de 1991, incursionó en 
el casco urbano del Municipio de Guadalupe, una columna guerrillera de las 
FARC, que se enfrentó con miembros de la Policía Nacional; como consecuencia 
de la confrontación, resultó herida la señora Nora Esther Palacio de Rendón por 
un proyectil que le impactó en la cadera, sin que se hubiese determinado de cuál 
de los bandos provenía. 
 
Afirmaron que la muerte de la señora Nora Esther palacio de Rincón se debió, de 
un lado, a la herida que recibió en el combate entre miembros del grupo terrorista 
y la Fuerza Pública y, de otro, a la falta de atención médica oportuna, pues de 
haberse encontrado un médico de turno en el hospital del Municipio de Guadalupe 
perteneciente a la Dirección Departamental de Salud de Antioquia, se hubiere 
podido evitar la anemia aguda y con ello salvarle la vida. Añadieron, que de no 
encontrarse configurada la falla del servicio del Hospital, el Estado debe responder 
a título de daño especial, por el quebrantamiento en las cargas públicas. 
                                           
45 Ibídem. 
El Tribunal Administrativo de Antioquia exoneró a Departamento de Antioquia y 
condenó a la Nación, Ministerio de Defensa Policía Nacional  al pago de los 
perjuicios morales a favor de los demandantes a título de daño especial. 
 
Señala el Consejo de Estado que de la apreciación del acervo probatorio se 
infiere, en primer lugar, que la alegada falla en el servicio médico asistencial por 
parte del Hospital de Guadalupe no se configuró, pues el personal que se 
encontraba en la institución brindó atención diligente y adecuada, en la medida de 
sus posibilidades, a la señora Nora Palacios de Rendón, de otro lado en cuanto a 
la configuración de daño antijurídico en cabeza de la Policía Nacional se infiere 
que el mismo tuvo su origen en la confrontación armada entre la fuerza pública y 
el grupo subversivo de las FARC, cuando este último decidió atacar con actos de 
terrorismo la población de Guadalupe (Antioquia), en hechos que no sólo se 
dirigieron contra la estación de policía, sino que se desarrollaron a lo largo de todo 
el casco urbano de la población, igualmente se expone la imposibilidad de 
determinar de dónde provino el proyectil  que impacto a la señora Nora Esther 
Palacio de Rendón y que terminó con su vida. 
 
En esta sentencia, vale la pena destacar, que el análisis de la imputabilidad del 
Estado se torna más complejo, ya que sólo de un estudio jurídico y minucioso de 
las circunstancias fácticas del hecho concreto se puede determinar si el daño es o 
no atribuible al Estado:  
 
“En consecuencia, un estudio desde la causalidad material llevaría a 
concluir que el daño es imputable al hecho de un tercero, como quiera 
que, con empleo de las teorías de la equivalencia de condiciones y de la 
fórmula correctora de la conditio sine qua non, o de la teoría de la 
causalidad adecuada, se arribaría a la conclusión de que la lesión 
antijurídica tuvo su génesis en la acción armada del grupo subversivo lo 
que habría desencadenado una respuesta legítima por parte del Estado, 
en aras de garantizar la institucionalidad en la respectiva entidad 
territorial.  
 
No obstante lo anterior, en el plano de la imputación la circunstancia se 
torna más compleja, ya que el estudio de la controversia específica 
supone determinar si desde el plano fáctico y jurídico el daño es o no 
atribuible a la Policía Nacional”46 
 
 
Concluye el Consejo de Estado que: 
 
“Si bien la imputación fáctica tiene un sustrato material o causal, lo 
cierto es que no se agota allí, como quiera que dada su vinculación con 
ingredientes normativos es posible que en sede de su configuración se 
establezca que un daño en el plano material sea producto de una 
acción u omisión de un tercero, pero resulte imputable al demandado 
siempre que se constate la ocurrencia de cualquiera de los siguientes 
aspectos: i) con fundamento en el ordenamiento jurídico se tenía el 
deber de impedir la materialización del daño (Posición de garante); ii) 
con su actividad se incrementó el riesgo permitido (Creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado); iii)  se vulneró el principio de 
confianza; iv) o se estaba dentro del ámbito de protección de una norma 
de cuidado”.47 
 
Un aspecto importante se determina en el párrafo precedente, y es que, se 
establecen condiciones para que, a pesar del hecho haber sido realizado por un 
tercero sea atribuible al Estado bajo el cumplimiento de unas condiciones 
especiales. 
 
La Sala precisa en el caso concreto, que el daño resulta imputable a la entidad 
demandada por las razones que pasa a explicar: 
 
 
” En el caso concreto se tiene que la señora Palacio de Rendón recibió la 
lesión mientras quedó sometida al fuego cruzado entre la 
institucionalidad y la subversión, razón que permite concluir que el 
Estado asumió posición de garante respecto a la vida, integridad y 
bienes de la occisa, ya que en ejercicio de la actividad lícita de 
defensa frente a un ataque armado de un grupo terrorista, generó 
                                           
46 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia del 11 de Noviembre de 2009, radicación: 
760012331000199393028901 (17802),  M. P. ENRIQUE GIL BOTERO. 
 
47 Ibídem  
por su parte una elevación del riesgo normalmente permitido, lo que 
supone la asunción de posición de garante ante los asociados que se ven 
comprometidos en medio de ese tipo de reacciones militares; lo anterior 
se torna trascendente, en la medida en que no importa que 
materialmente el daño provenga de un tercero (Delincuentes) o de la 
propia administración, es decir, que la posición de garante comprende 
tanto la acción como la omisión en este tipo de eventos”48. (Negrillas y 
subraya fuera de texto) 
 
Pasa la Sala en su parte considerativa a explicar porque razón el daño es 
atribuible jurídicamente  a la administración: 
 
“En el plano de la imputación jurídica el daño es atribuible a la Policía 
Nacional aunque no fue producto de una falla del servicio, ni menos de la 
concreción de un riesgo excepcional por el uso y aplicación de elementos 
e instrumentos peligrosos en cabeza de la administración pública (v.gr. 
vehículos automotores, armas de dotación oficial, sustancias peligrosas, 
entre otros). En efecto, en el proceso no se pudo determinar si el deceso 
de la señora Nora Esther Palacio se produjo como consecuencia del 
impacto de bala percutido por un arma de dotación oficial; a contrario 
sensu, lo que se estableció es que aquélla quedó inmersa en el fuego 
cruzado entre la Policía Nacional y la subversión. Así las cosas, erróneo 
e impreciso sería afirmar que el daño refleja la materialización de un 
riesgo excepcional por parte del Estado, cuando lo cierto es que no 
se logró determinar si el proyectil que hirió a la ciudadana fue 
disparado o no por agentes estatales. (Negrilla fuera de texto) 
 
Aunado a lo anterior, tampoco resulta admisible afirmar que el riesgo 
fue el creado por el Estado al instalar un comando de Policía en el 
municipio de Guadalupe, toda vez que esa circunstancia por sí 
misma no es riesgosa, ya que precisamente, este tipo de 
instalaciones están situadas con la lógica de brindar protección a 
los ciudadanos y asociados, motivo por el que una postura contraria 
llevaría a concluir que el Estado crea riesgos constantes en todo el 
territorio del país por instalar comandos de policía, por transportar altos 
dignatarios, por construir oleoductos o gaseoductos, por levantar torres 
de transmisión o distribución eléctrica que pueden ser atacadas por 
agentes armados al margen de la ley”.49 (Negrilla fuera de texto). 
 
                                           
48 Ibídem. 
49 Ibídem. 
En síntesis la Sección Tercera explica que si en el plano material el daño es 
causado por un tercero, pero en la dimensión de la imputación es atribuido a la 
administración pública, por la ejecución de una actividad lícita que rompió las 
cargas públicas, la responsabilidad es a título de daño especial.  
 
La magistrada Ruth Stella Correa aclaró su voto, pues, a su juicio, el Estado debe 
responder en estos casos, pero bajo el régimen objetivo de riesgo excepcional, lo 
cual argumentó de la siguiente manera: 
 
“En tal sentido, los daños causados, durante una confrontación armada 
entre el Estado y un grupo subversivo, a las personas ajenas al conflicto 
que para su infortunio estuvieran cerca, por referirnos al caso concreto, 
no son imputables al Estado a título de daño especial, porque la 
aplicación de este régimen, conforme a la Jurisprudencia de la 
Sala, supone siempre la existencia de una relación de causalidad 
directa entre una acción legítima del Estado y el daño causado, lo 
cual descarta, por definición, todo daño en el que el autor material 
sea un tercero” (Negrilla fuera de texto). 
 
El magistrado Mauricio Fajardo presentó su salvamento de voto, porque, a su 
parecer, la indemnización en estas circunstancias debe estar a cargo de un fondo 
de indemnización propio. 
 
En junio de 2010 el Consejo de Estado determinó que la responsabilidad debía 
imputarse a título de daño especial, ello se dio en el mecanismo de control de 
Reparación directa contra La Nación Ministerio de Defensa Policía Nacional por 
los hechos que tuvieron lugar el 2 de diciembre de 1992, cuando estalló un carro 
bomba dirigido a causar daño a un convoy de policía que se desplazaba a su lugar 
de guarnición luego de prestar seguridad en el Estadio Atanasio Girardot. Debido 
a la explosión perdió la vida el señor Jairo de Jesús Vargas Arango, quien se 
hallaba laborando en CONAVI de la 70 como vigilante. 
 
El Tribunal administrativo de Antioquia, por medio de sentencia de mayo 4 de 
1998, decidió negar las súplicas de la demanda argumentando que no se encontró 
prueba indicativa de la existencia de una falla en el servicio y de acuerdo a su 
criterio endilgar una falla al Estado en el presente caso sería atribuirle la obligación 
de prestar estricta vigilancia en cada uno de los lugares que pueden ser objeto de 
ataques terroristas, lo que para esa corporación resulta una exigencia de 
imposible cumplimiento, en cuanto que los mismos hechos tienen las 
características de incidentales o circunstanciales, escapando a las estrategias de 
seguridad del país. 
 
En criterio del Tribunal, tampoco fue demostrado en el proceso que el atentado 
estaba dirigido a socavar las instituciones del Estado, o que existiera 
enfrentamiento entre agentes y terroristas, o que se dirigiera directamente contra 
la Policía Nacional,  siendo imposible configurar los elementos necesarios para 
aplicar la teoría del daño especial y, a partir de ella, deducir responsabilidad de la 
Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional. . 
 
En esta ocasión el Consejo de Estado manifiesta su discrepancia con la posición 
del tribunal pues según su criterio se trató de un acto terrorista perpetrado para 
desestabilizar las instituciones mediante la creación de pánico en la sociedad civil 
y que escogió como forma de manifestación concreta el ataque a una patrulla de 
la policía. 
 
Del material probatorio queda expuesto además que el ataque fue perpetrado por 
grupos de narcotraficantes, que los delincuentes tenían control sobre el estallido y 
denota como improbable que se esté ante una mera coincidencia o acto de 
fortuitismo o azar entre la explosión y el paso de la  patrulla policial. 
 
Manifiesta la  Sección Tercera del Consejo De Estado: 
 
“Conclusión de todo lo anterior, es que la Sala, en la búsqueda de los 
contenidos materiales de justicia, de acuerdo con valores y principios 
consagrados en la Constitución Política que tiene como epicentro de la 
misma al ser humano, considera que en el caso de actos terroristas en 
los que el objetivo del ataque es el Estado, debe aplicarse el título de 
imputación del daño especial para definir así la responsabilidad de la 
administración pública”50 (Negrilla fuera de texto). 
 
Respecto al título de imputación, la Sala comenta que el título  de imputación de 
daño especial fue utilizado por primera vez en 1947 y que a partir de ese momento 
se ha construido una extensa línea jurisprudencial, empero en el caso concreto 
concluye: 
 
“En el presente caso, el análisis de los hechos arroja como resultado la 
ocurrencia de un daño, que a todas luces tiene la característica además 
de ser anormal y excepcional, es decir, un daño antijurídico que los 
demandantes no tenían la obligación de soportar en cuanto les impuso 
una carga claramente desigual respecto de la que asumen comúnmente 
los ciudadanos como consecuencia de la labor de mantenimiento del 
orden público que cumplía el Estado por medio del poder, la función y la 
fuerza de policía”51. 
 
A renglón seguido entra la Sala a explicar que no se ha encontrado una definición 
unívoca de terrorismo y trae  a colación la expuesta por la Comisión Andina de 
Juristas, a saber:    
 
“(e)s un fenómeno de alcance global caracterizado por la utilización ilegal o 
amenaza de violencia premeditada, encubierta y sorpresiva que, a partir de 
un motivación política, busca sembrar el terror para establecer un contexto 
de intimidación, provocar repercusiones psicológicas de amplio espectro 
más allá de la víctima elegida como objetivo, generar pánico, producir 
histeria, miedo, y liquidar el orden y la autoridad en las sociedades, 
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afectando sustantivamente el Estado de Derecho o Rule of Law. El contexto 
establecido permite promocionar una causa de índole político, religioso o 
ideológico, las cuales requieren de una accionar político. Como 
consecuencia de todo ello, se pone en peligro la vida, salud y bienestar de 
las personas, atentándose contra la paz y seguridad internacionales. 
“Los protagonistas de la comisión de estos actos terroristas pueden ser 
miembros de organizaciones no estatales y sus cómplices, sean Estados o 
no, de darles apoyo o asilo. De otro lado, también están comprendidos 
aquellos Estados que utilizan, de modo explícito o implícito, sus servicios de 
inteligencia y sus agentes”52. 
 
La anterior definición es importante para hacer una aclaración que es reiterativa en 
varias sentencias del Consejo de Estado y vital para el análisis jurisprudencial que  
se realiza en la presente monografía: 
 
“En cuanto el acto terrorista se dirige contra la sociedad en su conjunto, 
pero se localiza materialmente en el perjuicio excepcional y anormal 
respecto de un ciudadano o grupo de ciudadanos muy reducido, será toda 
la sociedad la que soporte, de forma equitativa, esa carga. En efecto, la 
solidaridad fundamentaría la atribución de esos daños al Estado”53 
(Negrilla fuera de texto). 
 
La Sección Tercera del Consejo de Estado indicó que en el caso de atentados 
terroristas en los que el objetivo de ataque es el Estado debe aplicarse el título de 
imputación del daño especial para establecer así la responsabilidad de la 
administración pública. La corporación reveló que debido a la incidencia dramática 
que ejerce el terrorismo político sobre la organización estatal, las víctimas que 
caen en la lucha terrorista contra el Estado deben considerarse inocentes ajenos 
al objetivo directo de la confrontación. En esa medida, el Estado debe acudir a 
favor de esas víctimas, bien a través de los sistemas de indemnización legal o 
bien los resarcitorios propios del régimen de responsabilidad. Con estos 
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argumentos, la Sección Tercera concluyó que los actos de terrorismo no pueden 
considerarse como el hecho exclusivo de un tercero.  
 
No obstante lo anterior puntualiza la sala en la parte final sobre la importancia y 
subsidiariedad del régimen del daño especial: 
 
“Por lo que queda dicho, utilizar el daño especial como criterio de 
imputación en el presente caso implica la realización de un análisis que, 
acorde con el art. 90 Const., tome como punto de partida el daño 
antijurídico que sufrieron los demandantes; que se asuma que el daño 
causado, desde un punto de vista jurídico y no simplemente de las leyes 
causales de la naturaleza, se debe entender como fruto de la actividad lícita 
del Estado; y, que, por consiguiente, concluya que es tarea del Estado, con 
fundamento en el principio de solidaridad interpretado dentro del contexto 
del Estado Social de Derecho, equilibrar nuevamente las cargas que, como 
fruto de su actividad, soporta en forma excesiva uno de sus asociados, 
alcanzando así una concreción real el principio de igualdad. 
 
La teoría del daño especial es conveniente, no solo porque brinda una 
explicación mucho más clara y objetiva sobre el fundamento de la 
responsabilidad estatal, sino por su gran basamento iusprincipialista que 
nutre de contenido constitucional la solución que en estos casos profiere la 
justicia contencioso administrativa. Sin descartar desde luego, que en 
algunos eventos de actos terroristas, podrán aplicarse los otros regímenes 
de responsabilidad -falla del servicio y riesgo excepcional-, si las 
facticidades que se juzgan así lo reclaman, pues se itera, la teoría del daño 
especial es subsidiaria, en el entendimiento de que solo se aplica, si los 
hechos materia de juzgamiento no encuentran cabida o tipicidad, en alguno 
de aquéllos otros, sistemas de responsabilidad administrativa a los que ya 
se aludió”54. 
 
Específicamente sobre el tema de la responsabilidad del Estado por Actos 
Terroristas, en sentencia posterior del 26 de Mayo de 2010, la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, introdujo el título de imputación de falla en el servicio en actos 
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terroristas, en proceso radicado 17046 (R03732), con ponencia de la Doctora 
Gladys Agudelo Ordoñez, aclaró que las consecuencias nocivas de los atentados 
terroristas dirigidos indiscriminadamente contra la población no pueden imputarse 
a las autoridades públicas. 
 
Señaló que tradicionalmente se ha considerado que el Estado en ciertos eventos 
puede resultar comprometido con ocasión de los daños sufridos por los 
ciudadanos como consecuencia de atentados terroristas. Entre los regímenes de 
responsabilidad con los que se ha condenado al Estado se encuentra el daño 
especial y el de falla o falta en la prestación del servicio. Con fundamento en estos 
argumentos, el alto tribunal aclaró que la regla general consiste en que las 
consecuencias nocivas de los atentados terroristas dirigidos 
indiscriminadamente contra la población no pueden imputarse a las 
autoridades públicas, salvo que se pruebe que dicho acto obedeció a la falta 
de medidas de seguridad de las autoridades correspondientes. De esta 
forma, concluyó que en estos casos no cabe la responsabilidad estatal por daño 
especial, sino solo el de la falla en la prestación del servicio, siempre y cuando se 
pruebe el hecho, el daño y el nexo causal. Sin embargo, esta posición se rectificó 
en sentencias que se citan a continuación, quedando como un referente único en 
el que se imputó responsabilidad bajo la falla del servicio, dado que el manejo 
siempre se ha efectuado a través del daño especial o el riesgo excepcional.55 
 
Ya en el año 2011, se tuvo por establecido en sentencia del 25 de julio, que el 20 
de agosto de 1997 en el municipio de Cabrera (Cundinamarca) se produjo un 
ataque por parte de los miembros de un grupo armado insurgente a la población y 
a la estación de policía. Que ese mismo día, en la vía que conduce a Cabrera, 
Santa Lucía Baja, en el puente ubicado sobre la carretera, fue emboscada una 
patrulla de la Policía que se dirigía a reforzar a la fuerza pública de la toma 
guerrillera.  Por otro lado, al día siguiente 21 de agosto de 1997 el señor Miguel 
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Antonio Ruiz Sánchez, en horas de la mañana, al transitar por el puente indicado, 
accionó accidentalmente un artefacto explosivo que se encontraba en el lugar 
ocasionándole la muerte. 
 
En dicho caso, mediante sentencia del 3 de octubre de 2000, el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección tercera, Subsección B decidió negar las 
pretensiones de la demanda.  Para tomar esta decisión el a quo tuvo en 
consideración  que para determinar la responsabilidad estatal debían acumularse 
los requisitos de la misma, a saber: “(…) a) Que el daño sea causado por las 
autoridades públicas, sin que importe que se trate de un agente determinado o no 
y; b) que dicho daño sea “imputable al Estado (…)”56 
 
Contrario a lo que argumentó el Tribunal, en esta ocasión, el Consejo de Estado 
declaró responsable administrativa y patrimonialmente a la Nación - Ministerio de 
Defensa- Policía Nacional, a título de imputación Falla en la prestación del 
servicio, por la muerte  del campesino, ocasionada por la explosión de un maletín 
que contenía explosivos y que fue abandonado por la guerrilla cuando atacó el 
Municipio de Cabrera (Cundinamarca), en Agosto de 1997, al considerar que 
cuando un atentado terrorista resulta previsible porque las autoridades tienen 
indicios sobre su ocurrencia, el Estado está en la obligación de prestar la 
protección que se requiere y, por lo tanto, el incumplimiento de este deber 
configura la falla del servicio. Sin embargo, esta previsibilidad no solo se aplica al 
acto terrorista, sino a todo el escenario que lo enmarca, esto es, las 
consecuencias que se derivan del mismo. Es decir, las autoridades deben verificar 
las zonas objeto de combate debido a que pueden quedar elementos bélicos que 
causen perjuicios a los pobladores del sector. 
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Aduce el Consejo de Estado que no se siguieron los protocolos de obligatorio 
cumplimiento y que se derivan de las funciones que constitucional y legalmente le 
han sido encomendadas a la Policía Nacional. 
 
Destaca esta sentencia aspectos importantes para nuestro estudio, en primer 
lugar efectúa el Consejo de Estado una relación de los presupuestos para la 
configuración de la responsabilidad extracontractual del Estado que han sido 
tenidos en cuenta hasta la fecha  por la  ese alto tribunal y en segundo lugar los 
regímenes en los que se asienta o no la responsabilidad del Estado tratándose de 
actos terroristas, veamos: 
 
Después de mencionar la importancia que en el tema de la responsabilidad del 
Estado tiene el artículo 90 como fuente  misma y los conceptos de la corte al 
respecto menciona: 
 
“De igual manera, el precedente jurisprudencial constitucional considera 
que el daño antijurídico se encuadra en los “principios consagrados en la 
Constitución, tales como la solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en 
la garantía integral del patrimonio de los ciudadanos, prevista por los 
artículos 2º y 58 de la Constitución”57 
 
Se constituyen entonces los anteriores Artículos de la Constitución Política de 
Colombia, la base jurídica de la responsabilidad del Estado por daño antijurídico, 
de acuerdo a la jurisprudencia no solo de la Consejo de Estado, sino También de 
la corte Constitucional,  ahora bien respecto a la imputación, menciona el Consejo 
de Estado que se exige analizar la misma bajo dos criterios, el ámbito fáctico y la 
imputación jurídica, sin perder de vista los aspectos de la teoría de la imputación 
objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado: 
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“cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en la 
actualidad está marcada por la imputación objetiva, título que “parte de los 
límites de lo previsible por una persona prudente a la hora de adoptar las 
decisiones”. Siendo esto así, la imputación objetiva implica la “atribución”, lo 
que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una 
descripción. Luego, la contribución que nos ofrece la imputación objetiva, 
cuando hay lugar a su aplicación, es la de rechazar la simple averiguación 
descriptiva, instrumental y empírica de “cuando un resultado lesivo es 
verdaderamente obra del autor de una determinada conducta”. 
… 
“Dicha tendencia es la que marcó el precedente jurisprudencial 
constitucional, pero ampliando la consideración de la imputación (Desde la 
perspectiva de la imputación objetiva) a la posición de garante donde la 
exigencia del principio de proporcionalidad  es necesario para considerar si 
cabía la adopción de medidas razonables para prevenir la producción del 
daño antijurídico, y así se motivara el juicio de imputación”. 
… 
“En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado 
se puede configurar una vez se demuestre el daño antijurídico y la 
imputación (Desde el ámbito fáctico y jurídico).”58 
 
Como se mencionó en precedencia el Consejo de Estado aclara nuevamente las 
actuaciones que configuran los títulos de imputación tratándose de actos 
terroristas y operaciones de guerra partiendo de la base que aquellas son 
realizadas por terceros, bien sea delincuencia organizada, subversión o 
terrorismo. 
 
“Desde una primera perspectiva, la responsabilidad se configura en la falla 
en el servicio, entendida ésta como la falta de empleo de los medios 
disponibles por parte de la administración a la ocurrencia de los hechos, 
cuando tenía un conocimiento previo para repeler o por lo menos, atenuar 
el hecho dañoso del tercero. Si del estudio fáctico y probatorio se concluye 
que para la Administración sí existieron circunstancias que indicaban la 
probabilidad de comisión de un acto terrorista y no obstante omitió tomar las 
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medidas necesarias para prestar el servicio de vigilancia y protección, 
causándose daños por la ocurrencia del acto terrorista, en efecto le sería 
imputable la responsabilidad a la Administración a título de falla, dada la 
transgresión a su deber de proteger a las personas y bienes de los 
residentes en el país . 
 
Por otro lado, bajo el régimen del riesgo excepcional, el Estado responde 
cuando en un actuar legítimo, la autoridad coloca en riesgo a unas 
personas en aras de proteger a la comunidad. De conformidad con algunas 
líneas jurisprudenciales se tiene que los elementos constitutivos de este 
modo de imputación son: i) una conducta legítima del Estado, ii) una 
actividad que origina un riesgo de naturaleza anormal, iii) el ataque es 
dirigido por terceros que luchan contra el Estado, concretamente contra un 
establecimiento militar o de policía, un centro de comunicaciones, un 
personaje representativo de la cúpula estatal y, v) rompe el principio de 
igualdad frente a las cargas públicas.  Aunado a lo anterior, se tiene que el 
espectro de los lugares o sitios objetivo del ataque no se circunscribe 
únicamente a los anteriores, sino a todos aquellos casos en los que el 
blanco sea un objeto claramente identificable como Estado, ya que la 
justificación para establecer el vínculo causal es el mismo riesgo particular 
que se crea con una actividad que ha sido elegida por los terroristas como 
objetivo, tal es el caso del oleoducto. 
Por último, la teoría del daño especial ha tenido en cuenta que i) se 
presenta un rompimiento del principio de igualdad frente a las cargas 
públicas, ii) la especialidad del daño sufrido, el cual tiene como fundamento 
el principio de equidad y solidaridad.”59    
 
En el año 2012 se produce una sentencia de unificación dentro del mecanismo de 
control de reparación directa que contra La Nación – Ministerio de Defensa – 
Policía Nacional instauró la Señora MARIA HERMENZA TUNUBALA ARANDA por 
hechos ocurridos el 19 de mayo de 1999 cuando se presentó un enfrentamiento 
armando entre guerrilleros y la fuerza policial, acantonada en la estación del 
Municipio de Silvia (Cauca). Ataque en el que se produjeron graves daños a los 
bienes muebles e inmuebles ubicados en los alrededores del cuartel policial dentro 
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de los cuales se encontraba la vivienda de la actora que resultó destruida en su 
totalidad.60 
 
De acuerdo a lo probado dentro del proceso, los daños ocasionados al inmueble 
de la demandante fueron ocasionados dentro de un hostigamiento subversivo en 
contra de la Estación de Policía de Silvia (Cauca). 
 
Reitera el Consejo de Estado en ésta destacada providencia, en primer lugar,  que 
la Responsabilidad del Estado por Actos Terroristas dirigidos contra sus 
instituciones, en caso de ausencia de Falla en el servicio, éste se encuentra 
llamado a responder,  dada la necesidad de dar cumplimento a los cometidos 
constitucionales de solidaridad y equidad con sus habitantes, a la vez que 
reconoce que en  casos como el que se analiza ha existido dificultad al momento 
de encuadrar el juicio de responsabilidad, pues en muchos de ellos  el daño por el 
cual se reclama indemnización  ha sido causado por el actuar de los grupos 
subversivos y no por el de los agentes del Estado, con lo que, aparentemente, se 
estaría en presencia de una causal eximente de responsabilidad como es el hecho 
de un tercero; sin embargo, cuando no se ha podido vislumbrar falla en el servicio 
ha considerado que no por ello se considera que el Estado se encuentre 
exonerado de responder, en tanto que el padecimiento de la víctima desborda el 
equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y 
equidad. 
 
Para ilustrar el anterior criterio, menciona la Sala la sentencia del año 1991, a 
partir de la cual se venían calificando casos como el que se analiza bajo el título 
de Daño especial, sin embargo, en 1994, a pesar de que el régimen de 
imputación seguía siendo el mismo, se introdujo un elemento nuevo de análisis, 
como fue que se debía establecer el objetivo directo de la agresión,   ya fuera  un 
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establecimiento militar, de comunicaciones o un personaje de la cúpula 
administrativa, como requisito para deprecar la responsabilidad del Estado. 61 
 
Dicha variación conllevo a que la Sección Tercera precisará en sentencias del 
2002 y 2004, que resultaba más apropiado indicar que la responsabilidad del 
Estado para estos casos se desprendía de la circunstancia según la cual ese 
objetivo creaba un riesgo de naturaleza excepcional que, aunque legítimo, 
rompía el equilibrio de las cargas públicas.62 
 
“La concepción del riesgo excepcional, así planteada, fue aceptada 
por algún tiempo por la Sección como fundamento del régimen de 
responsabilidad aplicable. Sin embargo, posteriormente surgieron 
pronunciamientos que la cuestionaron al indicar que resultaba ilógico 
aceptar que la ubicación de centros militares, como las estaciones de 
policía, pudieran considerarse como fuentes creadoras de riesgo, 
máxime si se tiene en cuenta que precisamente la instalación de dichas 
estaciones obedecía al cumplimiento de las normas constitucionales y 
legales que imponen a la fuerza pública el deber de la vigilancia y 
cuidado de la vida, integridad y los bienes de los habitantes del 
territorio. En consecuencia, se consideró que resultaba abiertamente 
injusto condenar a las instituciones militares por el hecho de cumplir con 
su deber.  A lo anterior también se agregaron criticas consistentes en 
indicar que tales hechos tenían la connotación de ser atentados 
terroristas de carácter indiscriminado y, por lo tanto, imprevisibles para 
el Estado”63 
 
Fue entonces como a partir del año 2007 acogiendo parcialmente los argumentos 
esgrimidos anteriormente, se volvió a retomar el daño especial como título de 
imputación para este tipo de casos, pero desde la visión que había inspirado los 
argumentos iniciales, es decir, con apoyo en los valores constitucionales de 
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solidaridad y equidad, que se quebrantarían en caso de que el Estado no 
respondiera. 
 
Esta posición se mantuvo sin alteraciones hasta el año 2010, fecha en la que se 
negaron las pretensiones de una demandada por considerar que se exigía una 
actuación legítima del Estado, descartando los casos en los cuales el daño es 
ocasionado por un tercero.  
 
Lo que queda claro a lo largo del recorrido jurisprudencial es que el Consejo de 
Estado ha propendido siempre por declarar la responsabilidad del Estado en 
eventos de ataques armados desarrollados en el conflicto armado interno, 
recurriendo a títulos de imputación como daño especial y riesgo excepcional o 
incluso a regímenes que combinan elementos que éstos dos.64 Menciona 
adicionalmente que: 
 
 “La jurisprudencia anterior a la expedición de la Constitución del 91 
sustentó la responsabilidad estatal generalmente con base en 
regímenes  de tipo subjetivo y, excepcionalmente, objetivo. La 
aplicación de estos últimos surgió de la necesidad de garantizar los 
principios constitucionales de  solidaridad y  equidad”.65 
 
Queda claro que la consagración del nuevo orden constitucional resulta 
omnicomprensiva de todos los regímenes de imputación decantados por la 
jurisprudencia y que por ello no parecen razonables ni jurídica, ni históricamente, 
las voces que pretenden entender el artículo 90 de la Constitución Nacional   como 
una norma basada únicamente en el criterio de causalidad fáctica, dirigida a la 
acción u omisión de los agentes del Estado, desconociendo el verdadero alcance 
y sentido del precepto superior que consulta la totalidad de valores y principios 
asentados en la carta Política. 
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Por lo anterior considera el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo que 
al no existir una consagración Constitucional de ningún régimen de 
responsabilidad en especial, corresponde al  Juez encontrar los 
fundamentos jurídicos de sus fallos  ya que los títulos de Imputación hacen 
parte de los elementos argumentativos de la motivación de la sentencia. 
 
De lo anterior, la importancia de esta providencia, la cual establece un precedente 
que hasta el día de hoy continúa vigente: 
 
“En lo que refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se 
observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la 
Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino 
que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso 
concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto 
fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de 
adoptar.  Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a la 
adopción de diversos “títulos de imputación” como una manera práctica 
de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su 
consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello 
signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional 
que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas 
situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.  
En consecuencia, el uso de tales títulos  por parte del juez  debe 
hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de 
presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte 
realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó 
previamente en esta providencia.”66    
 
Ahora bien, en Sentencia de Unificación del 6 de Junio de 2013 con ponencia del 
Consejero Enrique Gil Botero, la Corporación estableció límites a los títulos de 
imputación por daño especial o riesgo excepcional por la ejecución de atentados 
en los que resulte afectada la población civil, al precisar que, cuando no haya 
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certeza en torno a los móviles ni prueba de falla en el servicio, no es dable 
condenar a la Nación. Así, cuando no esté demostrado que el ataque va dirigido a 
la institucionalidad y se evidencie que se tomaron las suficientes precauciones por 
parte de las fuerzas del orden para evitar su ocurrencia, el Estado debe ser 
exonerado de responsabilidad. 
 
La Sala Plena de la Sección Tercera denegó así la reparación a una víctima de la 
explosión de una bomba ocurrida durante un evento cultural en Medellín 
(Antioquia) en 1995, pese a que la Subsección B, con ponencia de la entonces 
Consejera de Estado, Ruth Stella Correa, había condenado a la Nación por los 
mismos hechos, en otra demanda. 
  
Los magistrados Stella Conto y Danilo Rojas salvaron el voto ante la decisión de la 
Sala Plena de la Sección Tercera de unificar jurisprudencia frente al  daño 
antijurídico causado por este atentado ocurrido en Medellín (Antioquia) en 1995, 
argumentando que esta actuación es inconstitucional, porque, a su juicio, el 
plenario no podía desconocer las decisiones de sus subsecciones, mucho menos 
cuando una de ellas ya había unificado jurisprudencia frente al tema, declarando la 
responsabilidad de la administración por falla en el servicio. El salvamento indica 
que ni siquiera el hecho de que otra subsección hubiera advertido la imposibilidad 
de imputabilidad al Estado la autorizaba para emitir un juicio de las dimensiones 
descritas. Los magistrados recordaron que el artículo 90 de la Constitución 
obliga a analizar las pruebas allegadas a cada caso concreto, lo que 
demuestra una vez más que no resulta viable la generalización de un único 
título atendiendo en abstracto las causas del daño. 
 
La sentencia de unificación que negó las pretensiones de la demandante denota 
una vez más la diferencia de criterios en el seno de la jurisdicción contenciosa 
administrativa. Lo particular de este caso es que la subsección B de esa misma 
Sala ya  había declarado responsable en un caso similar, a la Policía Nacional por 
los mismos hechos a título de falla en el servicio por considerar que la vigilancia 
fue deficiente. 
 
En la providencia vuelven a traer a colación la sentencia de unificación radicado 
21.515 de 2012 donde se deja completa autonomía para establecer el título de 
imputación constituyendo parte de la motivación de las sentencias, a propósito de 
los fallos contradictorios.67 
 
Ya en el año 2014, el 26 de marzo, en Sentencia  de la Subsección C del Consejo 
de Estado con ponencia de la Doctora Olga Mélida Valle, se precisó que cuando el 
acto o la conducta dañosa es perpetrado por terceros ajenos al Estado 
(Delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo) el análisis del 
régimen de responsabilidad aplicable debe abordarse a título de daño especial, 
advirtió la Sección Tercera del Consejo de Estado. 
 
Aunque en estos casos “aparentemente se estaría en presencia de una causal 
eximente de responsabilidad” y no existe falla en el servicio, el Alto Tribunal 
recordó que no por esto el Estado se encuentra exonerado de responder; por el 
contrario, la declaratoria de responsabilidad se fundamenta en que el daño rompe 
y desborda el equilibro de las cargas públicas. En el caso analizado, la 
Corporación reconoció que el daño ocurrió dentro de la confrontación que el 
Estado sostiene con grupos subversivos y aplicó el principio de distinción del 
Derecho Internacional Humanitario. 68 
 
En esa misma calenda en sentencia cuyo magistrado Ponente fue el magistrado 
Enrique Gil Botero, el Consejo de Estado explica por qué la Nación debe asumir 
reparaciones en daños causados por grupos armados ilegales. Nuevamente 
                                           
67 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, Sentencia del 06 de Junio de 2013, RADICADO: 
05001233100019970143201 (26011). M.P  Enrique Gil Botero. 
68 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, subsección C,  Sentencia del 26 de marzo d 2014, RADICADO: 
25000-23-26-000-1999-01111-01(30273). M.P. Olga Mélida Valle De La Hoz. 
señaló ésta Corporación que considerar el terrorismo como hecho exclusivo de un 
tercero, frente a los nexos causalidad, sería tanto como condenar a la impotencia 
a la población. 
  
Lo anterior, apunta, dado que el administrador tiene la obligación de garantizar la 
seguridad de sus asociados; “(…) sería utópico pretender que los ciudadanos 
tienen el deber de soportar las cargas que su ocurrencia implica”69, sostuvo la 
corporación, refiriéndose a la ocurrencia de atentados que afectan a la sociedad 
en su conjunto.  
 
Con estos argumentos, la Sala declaró a la Nación patrimonialmente responsable 
del daño antijurídico ocasionado a una congregación religiosa perteneciente a la 
comunidad de la Madre Laura, tras la destrucción del convento que originaron 
guerrilleros de las Farc en un ataque perpetrado en Caldono (Cauca), en 1999. 
  
 
Por último, el 26 de junio de 2014 en sentencia radicada bajo el número 05001-23-
31-000-1998-03751-01(26161) con ponencia del magistrado Ramiro de Jesús 
Pazos Guerrero fue condenado el Municipio de Medellín, bajo el título de Falla en 
el servicio por omisión teniendo en cuenta la posición de garante que corresponde 
al Estado. Para ello, la Sala realiza un profundo análisis de la posición de garante 
concluyendo en el caso de marras, lo que a continuación se cita: 
 
“Para el caso en concreto, lo relevante en la estructura del título jurídico 
de imputación de falla en el servicio por omisión es la posición de 
garante que surge de los deberes de salvamento, los cuales aparecen 
por la realización de comportamientos precedentes peligrosos; en otras 
palabras, esto implica que quien con una conducta peligrosa genera un 
riesgo previsible para los bienes jurídicos de terceras personas, tiene el 
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05001233100020000387601 (30479),  M.P. Enrique Gil Botero. 
deber funcional de controlar, neutralizar o revocar la fuente de daños. 
La posición de garante se fundamenta en la existencia de ámbitos 
funcionales positivos o negativos, de modo que para imprecar una falla 
en el servicio por omisión es menester verificar si la entidad demandada 
tenía la obligación de actuar y si con su omisión defraudó las 
expectativas normativas legítimas de la víctima, con lo cual creó un 
riesgo jurídicamente desaprobado”70    
 
Trae nuevamente a colación el Consejo de Estado el precedente de unificación 
establecido en la sentencia radicada bajo el número 21.515 del año 2012 y 
recuerda los criterios a tener en cuenta en diferentes títulos de imputación. 
 
“A este tenor, siguiendo el precedente de unificación sentado en la 
materia , según el cual se deja en libertad al juez contencioso 
administrativo de configurar libremente la imputación de 
responsabilidad, y de acuerdo con algunas consideraciones de la 
doctrina nacional , podemos decir que, frente a los títulos jurídicos de 
imputación que estructuran la responsabilidad del Estado por daños 
producidos por actos violentos de terceros: (1) si la acción u omisión del 
Estado que produce el daño es ilegítima e imputable a este, el 
fundamento de la responsabilidad lo constituye la falla del servicio; (2) si 
la actividad del Estado es, en cambio, legítima y, además, riesgosa, y el 
daño es producto de la concreción del peligro que ella conscientemente 
crea para el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales 
asignados, el fundamento será el título de riesgo excepcional con 
algunas evoluciones ; y (3) si la acción del Estado es legítima y no es 
riesgosa y se ha desarrollado en cumplimiento de un encargo o 
mandato legal y en beneficio del interés general, pero con ella se ha 
producido un perjuicio concreto, grave y especial a un particular o a un 
grupo de particulares, imputable al Estado, el fundamento será el título 
de daño especial”. 71   
 
 
                                           
70 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, subsección B,  Sentencia del 26 de Junio de 2014, 
RADICADO: 05001-23-31-000-1998-03751-01(26161), M.P. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. 
71 Ibídem. 
CAPÍTULO III 
7.3  MECANISMOS PARA HACER EFECTIVA LA RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR AGENTES AL MARGEN DE LA 
LEY 
 
7.3.1  Mecanismos contenciosos administrativos. Dentro del marco legal 
nacional existen mecanismos para determinar la responsabilidad del Estado, en la 
Jurisdicción contenciosa administrativa, existen varios mecanismos de control que 
pretenden de manera puntual reparar los daños ocasionados por la acción u 
omisión de las autoridades públicas, entre ellos, se pueden señalar el de nulidad y 
restablecimiento del derecho, la reparación directa y una acción constitucional que 
se surte ante los jueces administrativos como es el caso de las acción de grupo 
cuando los perjuicios han sido ocasionados por agentes del Estado, sin embargo 
en el presente acápite se ha de referenciar únicamente el mecanismo de 
reparación directa, comoquiera que su ejercicio se relaciona con el objeto de 
estudio del presente trabajo y donde la Sección Tercera del Consejo de Estado ha 
emitido los pronunciamientos más relevantes en torno a la responsabilidad estatal 
por actos terroristas.  
 
 Medio de Control de Reparación directa 
 
Teniendo como fundamento legal el artículo 140 del CPACA, este mecanismo se 
erige como una de las acciones reparadoras, por excelencia ya que en él se 
debate básicamente la responsabilidad patrimonial del Estado con base en el 
multicitado artículo 90 de la Carta Política y la obligación de reparar los daños. Así 
lo señala de manera expresa: 
 
“La persona interesada podrá demandar directamente la reparación del 
daño cuando la causa sea un hecho, una omisión, una operación 
administrativa o la ocupación temporal o permanente del inmueble por 
causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa.”. 
 
Puede originarse entonces por diferentes causas, tales como las señaladas en la 
norma, esto es los hechos, las omisiones, las operaciones administrativas o la 
ocupación temporal o permanente de un inmueble por trabajos públicos, pero 
también en la condena o conciliación por una actuación administrativa originada 
en culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor público que no estuvo vinculado 
al proceso, tal como lo prescribe la ley 678 de 2001.  
 
Empero, pese a la génesis de la reparación directa,  su finalidad es la misma, se 
pretende la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado y la 
consecuente reparación del daño causado72. En este último aspecto, esto es, la 
compensación del daño, se presentan grandes avances por parte de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, precisamente en la aplicación del principio 
de reparación integral, es decir, una reparación adecuada, efectiva y rápida, 
haciendo énfasis en las obligaciones internacionales que ha aceptado Colombia, 
dentro de las cuales se encuentra la de hacer efectivos estándares internacionales 
de reparación.  
 
De esta manera, puede señalarse que el Consejo de Estado busca precisamente 
reivindicar el papel de la vía contenciosa-administrativa, con la finalidad no sólo de 
considerar las acciones como recursos efectivos y adecuados, sino buscando 
concluir los casos con reparaciones integrales, evitando que se ventilen ante 
organismos internacionales.  
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 Acciones de Grupo 
 
El artículo 88 de la Constitución Política de 1991, consagro la acción de grupo 
para la reparación en los daños causados a un número plural de personas. La 
acción de grupo posee una evidente naturaleza indemnizatoria, respecto de 
perjuicios que ya se han ocasionado bien por particulares o por las autoridades del 
Estado, en su amplío sentido.  
El desarrollo de este artículo lo introdujo la Ley 472 de 1998, que concreta en su 
articulado los siguientes requisitos para incoar la acción en mención:  
“1.     Que el grupo demandante esté conformado por un número 
plural de personas, al menos veinte. Art. 46.  
2.     Que estas personas pertenezcan al grupo y hayan sufrido 
perjuicios individuales de cualquier naturaleza. Art. 48. 
3.     Que las condiciones uniformes se presenten respecto de los 
elementos que configuran la responsabilidad. Art. 3º y 46. 
4.    Que la única pretensión que se formule esté orientada a tener el 
reconocimiento y pago de perjuicios”73. 
 
En esta acción, y dentro de los requisitos para incoarla, cabe resaltar el hecho de 
que se exija como pretensión, el reconocimiento y pago de los perjuicios, es pues 
aquí donde se encuentra la naturaleza indemnizatoria de la acción de grupo, y una 
vez más el deber de reparar por parte de la administración, cuando se inicie esta 
acción en contra del agentes del Estado, y cuya competencia se encuentra 
asignada a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.  
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acciones de grupo en el sistema jurídico colombiano”, Memorando de Derecho Público, Universidad Libre, 
Seccional Pereira, Pereira, 2006, p. 62. 
Dentro de los pronunciamientos realizados jurisprudencialmente por las Altas 
cortes colombianas, respecto de esta acción se ha señalado que esta acción no 
procede para la reparación de derechos que únicamente se encuentren 
consagrados en la Carta Política, las acciones mencionadas protegerán derechos 
que no necesariamente son de su esfera de aplicación, y esto con el fin de lograr 
un mejor y eficaz cumplimiento de los mismos74. Esto da a entender que las 
acciones de grupo se pueden ejercer, aun cuando se presenten vulneraciones a 
derechos humanos, buscando la reparación integral del daño y pretendiendo 
ampliar la esfera de aplicación de esta acción a casos, que por su mera naturaleza 
le corresponden75.  
 
7.3.2  Acciones consagradas en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Las acciones que emergen en 
el contexto internacional para determinar la responsabilidad del Estado, se 
encuentran en diferentes tratados y convenios internacionales, especialmente en 
el Sistema Regional de Protección la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y la Comisión Interamericana se encargan de velar porque el Estado Parte de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos haga efectivos el catálogo de 
derechos que se consagraron en este mecanismo de protección internacional, al 
que se puede acudir como una denominada “tercera instancia”, dado que se hace 
uso cuando se han agotado todos los mecanismos judiciales o administrativos 
contemplados en el marco jurídico nacional.  
 
                                           
74 Sobre el particular: CORTE CONSTICIONAL, Sentencia C-225 de 1999, CONSEJO DE ESTADO, Sala 
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75 HERNANDEZ ENRIQUEZ Alier Eduardo, “regulación de las acciones de grupo formulado en contra de 
las entidades públicas en el Derecho Colombiano” XXVI Congreso Colombiano  de Derecho Procesal, 
Editorial Universidad Libre, Primera Edición, Bogotá D.C., Colombia, 2005, Pág. 35. 
Por ello, antes de indicar los mecanismos internacionales para determinar la 
responsabilidad del Estado, es necesario precisar el alcance de la obligación 
internacional, bajo los siguientes parámetros.  
 
Al suscribir tratados internacionales como el Pacto Internacional de los Derechos 
Civiles y políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos el Estado 
Colombiano ha asumido ante la Comunidad Internacional obligaciones básicas 
como: prevenir,  respetar y garantizar, investigar e identificar a los responsables, 
sancionar y reparar el daño por la vulneración de los derechos enunciados  en los 
instrumentos internacionales.  
 
Como Estado parte de los tratados de derechos humanos, la República de 
Colombia está sujeta a los principios76 de Pacta Sunt Servanda, Bona fide y Pro 
homine. En consecuencia: 
 
a- Las estipulaciones convencionales la obligan mientras se hallen en vigor. 
b- No puede invocar las disposiciones de su derecho interno para justificar el 
incumplimiento de lo pactado. 
c- Siempre debe interpretar las cláusulas de estos instrumentos de buena fe, 
respetando el sentido corriente de los términos y teniendo en cuenta el 
objeto y fin para el cual aquellos se adoptaron. 
d- Siempre debe aplicar dichas cláusulas buscando la más amplia  
salvaguardia  de la persona humana. 
 
Así las cosas, la responsabilidad internacional de un Estado, es aquella institución 
jurídica, en virtud de la cual todo Estado al que le sea imputable un hecho ilícito, 
según el derecho internacional, debe una reparación a las víctimas en cuyo 
perjuicio se haya realizado dicho acto. 
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Según Eduardo García la define así: inferido a los Derechos del ser humano “El 
Estado es responsable internacionalmente cuando sus agentes lesionan por 
acción o por omisión los derechos de sus nacionales”.  
 
Piza y Trejos, concreta lo siguiente en el campo específico de la protección 
internacional de esos derechos (Se refieren a derechos humanos), el único 
obligado responsable por su violación es el Estado y por ende es  la única parte 
“acusada en sentido sustancial ante la jurisdicción Internacional. 
 
De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte interamericana (En adelante CIDH), 
la responsabilidad del Estado se establece así. “Todo menoscabo a los derechos 
humanos reconocidos en la convención que pueda ser atribuido, según las reglas 
del derecho internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, 
constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad”. 
La corte expresó que al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surge de 
inmediato la responsabilidad internacional de este por violación de una norma 
internacional, con el consecuente deber de reparación.  
 
Jiménez de Aréchaga, relaciona los siguientes elementos esenciales:77 
 
1. Existencia de un acto u omisión que viola una obligación establecida por 
una norma de derecho internacional vigente entre el Estado responsable 
del acto u omisión y el perjudicado por dicho acto u omisión. 
2. El acto ilícito debe ser imputable al Estado como persona jurídica. 
3. Debe haber producido un perjuicio o un daño como consecuencia del acto 
ilícito. 
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Estos elementos son aplicables en el derecho internacional de los Derechos 
Humanos, según la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, adicionando 
otros elementos a saber:  
 
4. Que la acción imputable al Estado y que ocasionó daño no sea justificado. 
5. Que las consecuencias de la acción ilícita no hayan sido reparadas incluida 
la investigación, la sanción de quienes aparezcan responsables y la 
compensación correspondiente. 
 
La responsabilidad del Estado tiene dos modalidades: 
 
1. Responsabilidad por hecho internacionalmente ilícito atribuible directamente 
al Estado: Se denomina responsabilidad directa del Estado y se presenta 
cuando existe responsabilidad de los órganos de este o actuando como un 
todo, violan una obligación internacional. Esta responsabilidad puede ser 
administrativa, legislativa y  judicial. 
 
Para AGUIAR ARANGUREN78 “los Estados parte pueden ser responsables por 
acción u omisión y de manera inmediata son responsables cuando sus órganos o 
agentes violan los derechos de la persona humana”.  
 
2. Responsabilidad por hecho internacionalmente ilícito atribuible indirectamente 
al Estado: Se le denomina responsabilidad derivada y seria cuando el Estado 
debiendo corregir un daño causado por un particular no lo hace, por lo que 
incurre en la figura jurídica de omisión o en la de negligencia, en otras 
palabras “Hay responsabilidad indirecta cuando el Estado responde por 
                                           
78 AGUIAR ARANGUREN, Responsabilidad internacional del estado por violación de derechos humanos, 
op. cit. Pág. 78. 
abstención de conducta preventiva o represiva respecto de la conducta de 
particulares lesiva a la norma jurídica internacional”79. 
 
El Estado por la violación de derechos humanos, tiene la obligación de reparar los 
daños causados a las víctimas y sus familiares80. “Con motivo de esta 
responsabilidad nace para el Estado un relación jurídica nueva que consiste en la 
obligación de reparar. Esta relación se establece entre el sujeto al cual el acto es 
imputable, que debe responder mediante una reparación adecuada, y el sujeto 
que tiene derecho a reclamar la reparación por el incumplimiento de la obligación”. 
 
Indicado lo anterior, y con la finalidad de no hacer extenso lo relacionado con la 
responsabilidad del Estado en el contexto internacional, se hará un recuento de la 
competencia que tienen los organismos adscritos al Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos para determinar cuándo se es responsable.  
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos se erige como un 
instrumento del Derecho Internacional de los Derechos Humanos,  que se 
constituye en el pilar fundamental del Sistema Regional de Protección, debido a 
que a través de él,  se establecen como medios de protección dos  órganos 
competentes  para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de 
los compromisos contraídos por los Estados  en virtud de la ratificación de esta 
Convención: la Comisión Interamericana y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Las Dinámicas de estos órganos convencionales se desarrollan de 
manera armónica, complementaria y autónoma.  Lo anterior,  se deduce 
claramente de las funciones atribuidas a uno y otro órgano en la Convención.  
 
                                           
79 ARELLANO GARCIA, op. cit. Pág. 219. 
80CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.  Caso Garrido y Baigorria, contra Argentina. 
(de reparaciones) sentencia del  27 de agosto de 1998, párrafo 40. 
Así las cosas, la Comisión Interamericana tiene establecidas las funciones en el 
Artículo 43 de la CADH, teniendo como función principal  promover la observancia 
y la defensa de los derechos humanos,81 y en el ejercicio de este mandato 
establece  funciones y atribuciones, dentro de las que se cuentan:  
 
- Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de 
los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor de los 
derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos 
constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido 
respeto a esos derechos. 
 
En este orden de ideas y en relación a las funciones atribuidas en la Convención, 
vale la pena decir que ésta tiene una naturaleza consultiva. Hay que tener en 
cuenta que la Comisión da trámite a las peticiones sobre presuntas violaciones de 
los derechos humanos y tiene la facultad de atribuir responsabilidad a los Estados 
parte, lo cual puede dar lugar a que dicha petición sea elevada ante Corte 
Interamericana.   
 
Las peticiones recibidas con el objeto de  determinar si se han vulnerado los  
derechos humanos protegidos por la CADH, suscrita por el Estado acusado de la 
vulneración, se realizan en un ámbito no jurisdiccional y  la competencia para 
conocer de las mismas se despliega en cuatro ámbitos,  ratione personae, ratione 
materiae, ratione temporis y ratione loci. 
 
En cuanto a la naturaleza de la Corte el artículo 1º del Estatuto de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos establece que es una institución judicial 
autónoma cuyo objeto es la aplicación e interpretación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. La Corte Interamericana tiene su sede en 
                                           
81 En concordancia con REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. Artículo 1.1 
San José de Costa Rica. De conformidad con el  artículo 4º y 5º del Estatuto de la 
Corte, está se encuentra conformada por siete jueces nacionales de los Estados 
miembros de la OEA82, elegidos para periodos de seis años a título personal de 
entre los juristas de más alta autoridad moral, de reconocida competencia en 
materia de derechos humanos, además de tener el lleno de requisitos exigidos 
para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales, conforme a la ley del 
Estado del cual sean nacionales o del Estado que los proponga.   
 
La Corte esta revestida de   funciones jurisdiccionales  y otras de  carácter 
consultivo, las cuales ejerce de conformidad con las disposiciones de la 
Convención, así como de su propio Estatuto y Reglamento. “La función 
jurisdiccional de la Corte tiene un singular valor, puesto que al haberse constituido 
como Tribunal único y autónomo, y estando en tal virtud habilitado para sentenciar 
independientemente incluso respecto a lo previamente acordado por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, garantiza doblemente a los Estados parte 
que han aceptado la competencia de la Corte, el estricto cumplimiento de la 
normatividad de protección a los derechos humanos. Por otra parte, los 
representantes gubernamentales han destacado que por medio de la competencia 
consultiva, accesible a todos los Estados miembros de la OEA, se coadyuva de 
manera significativa al desarrollo doctrinario de las normas y principios sobre 
derechos humanos.”83 
 
La Corte Interamericana es el juez encargado de determinar la responsabilidad 
internacional del Estado, a través de la competencia contenciosa que se concreta 
en un trámite litigioso, contradictorio donde necesariamente han de existir dos 
partes en la contienda y se traba una relación jurídico-procesal, en ejercicio de 
ésta, está facultada para decidir "sobre todos los casos relativos a la interpretación 
                                           
82 Sólo pueden ser reelectos una vez. 
83 FIX-ZAMUDIO, Héctor. Separata del libro Liber Amicorum Secretaría de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  San José, Costa Rica 1998.  Pág. 933 
o aplicación de la Convención"84 Son esas las atribuciones que aceptan los 
Estados que se someten a la jurisdicción obligatoria de la Corte.   
 
En el ejercicio de esas atribuciones la Corte no está vinculada con lo que 
previamente haya decidido la Comisión, sino que está habilitada para decidir  
libremente, de acuerdo con su propia convicción.   Obviamente la Corte no actúa, 
con respecto a la Comisión, en un procedimiento de revisión, de apelación u otro 
semejante.  Su jurisdicción es  plena para considerar y revisar en todo lo 
precedentemente actuado y decidido por la Comisión, lo cual obedece a su 
carácter de único órgano jurisdiccional de la materia.  En este sentido, al tiempo 
que se asegura una más completa protección judicial de los derechos humanos 
reconocidos por la Convención, se garantiza a los Estados Parte que han 
aceptado la competencia de la Corte, el estricto respeto de sus normas.85 
 
El Estado Parte que acepta la competencia de la Corte no puede renunciar a ella. 
Sin embargo, en el caso CASO IVCHER BRONSTEIN VS. PERÚ, el Gobierno de la 
República del Perú  depositó en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), un  instrumento en el cual declaraba que retiraba la 
declaración de reconocimiento de la cláusula facultativa de sometimiento a la 
competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
                                           
84 Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Artículo 62.1 
85 CorteIDH Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras sentencia de 29 de julio de 1988. Caso Godínez Cruz 
Vs. Honduras 
CAPÍTULO IV 
 
7.4  EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ACTOS 
TERRORISTAS  
 
Como se ha visto en precedencia la responsabilidad del Estado puede 
desvirtuarse cuando concurran ciertas causales que la jurisprudencia del Máximo 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha establecido, entre ellas, el hecho 
exclusivo de la víctima, el hecho de un tercero, la fuerza mayor y el caso fortuito, 
causales que compete a la Administración probarlas sin que sea dado únicamente 
enunciarlas, teniendo la carga probatoria.  
 
Las causales de exoneración de responsabilidad constituyen eventos en los que 
se hace imposible imputar la responsabilidad por los daños cuya causación da 
lugar a la iniciación del litigio. En todas ellas necesariamente deben concurrir tres 
elementos para su configuración:  
 
1. La irresistibilidad; 
2. La imprevisibilidad; y,  
3. La exterioridad. 
 
La primera se traduce en la imposibilidad del obligado a determinado 
comportamiento o actividad para desplegarlo o llevarla a cabo, esto es el daño 
debe resultar inevitable, sin que pueda confundirse con la mera dificultad. Como lo 
indica el doctrinante Javier Tamayo: “La imposibilidad de ejecución debe 
interpretarse de una manera humana y teniendo en cuenta todas las 
circunstancias: basta que la imposibilidad sea normalmente insuperable teniendo 
en cuenta las condiciones de la vida”86.  
                                           
86 ROBERT, André. Les responsabilites, Bruselas, 1981, p. 1039. 
Ahora bien, lo que tiene que ver con la imprevisibilidad se reduce a aquella 
circunstancia respecto de la cual no es posible contemplar anticipadamente su 
ocurrencia, es decir, el agente a quien se le atribuye el daño solo podría invocar la 
configuración de la causa extraña cuando el hecho no resulta imaginable antes de 
su ocurrencia.  
 
Finalmente la exterioridad, se entiende como un suceso o acontecimiento por el 
cual no se tiene el deber jurídico de responder.  
 
Por otra parte, a efectos de que operen los mencionados eximentes de 
responsabilidad (Hecho de la víctima o de un tercero), es necesario aclarar, en 
cada caso concreto, si el proceder activo u omisivo de aquellos tuvo, o no, 
injerencia y en qué medida, en la producción del daño. En ese orden de ideas, 
resulta dable concluir que para que dichas causales puedan tener plenos efectos 
liberadores respecto de la responsabilidad estatal, resulta necesario que la 
conducta desplegada por la víctima o por un tercero sea tanto causa del daño, 
como la raíz determinante del mismo, es decir, que se trate de la causa adecuada 
o determinante, pues en el evento de resultar catalogable como una concausa en 
la producción del daño no eximirá al demandado de su responsabilidad y, por 
ende, del deber de indemnizar, aunque, eso sí, habrá lugar a rebajar su reparación 
en proporción a la participación de la víctima87. 
 
En lo que tiene que ver con la causal de hecho de un tercero, tanto la doctrina 
como la jurisprudencia, han sido contestes en indicar que esta causal solo exonera 
al Estado cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente 
ajena al servicio y que este último no se encuentra vinculado en manera alguna 
con la actuación de aquél, de manera que se produce la ruptura del nexo causal; 
además, como ocurre tratándose de cualquier causa extraña, se ha sostenido que 
                                           
87 Sobre el particular ver: CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia del 24 de marzo de 2011. 
Radicado: 19.067. Magistrado Ponente: Mauricio Fajardo Gómez. 
la misma debe revestir las características de imprevisibilidad e irresistibilidad, más 
allá de la consideración de acuerdo con la cual ha de tratarse de una conducta 
ajena a la de la entidad pública. Adicionalmente, no puede perderse de vista que 
para que el hecho del tercero pueda ser admitido como eximente de 
responsabilidad no se precisa que sea culposo sino que constituya la causa 
exclusiva del daño.  
 
Otra situación que debe clarificarse respecto del tercero que ha causado el daño, 
es que éste no dependa de la Administración en razón a que si estaba en 
condiciones de proveerlo y a pesar de ello no lo hizo o lo hizo deficientemente, tal 
comportamiento culposo administrativo que vincula su conducta con el referido 
daño, bien puede considerarse como causa generadora de éste, sin que en tales 
condiciones resulte interrumpida la relación de causalidad anteriormente advertida. 
 
La doctrina es unánime al considerar que para que el hecho del tercero pueda 
configurarse como causal de exoneración de responsabilidad, es indispensable 
que pueda tenérsela como causa exclusiva del daño, producida en tales 
circunstancias que sea imprevisible e irresistible para que reúna las características 
de una causa extraña, ajena a la conducta de quien produjo el daño88. 
 
Ya en lo que hace referencia al caso fortuito y la fuerza mayor, se ha aceptado 
que las mismas también pueden ocurrir en el evento de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, siempre y cuando se presenten los elementos atrás 
relacionados, esto es, la imprevisibilidad y la irresistibilidad condiciones que se 
deben presentar de manera concurrente, pues si sólo se causa una de las dos, no 
se configura. De hecho se está bajo el dominio de lo fortuito cuando se imposibilita 
totalmente para cumplir su obligación por causa de un evento imprevisible, pues si 
se encuentra dentro de la órbita de lo previsto,  por más súbito y arrollador de la 
                                           
88 Ver: CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia del 25 de febrero de 2009. Radicación: 16927. 
Magistrado Ponente: MAURICIO FAJARDO GOMEZ. 
voluntad que parezca, no genera el caso fortuito ni fuerza mayor, adicionalmente 
es necesario que el hecho que se invoca como fuerza mayor o caso fortuito, no 
debe derivarse de la conducta culpable del obligado89. 
  
En tratándose de la responsabilidad del Estado por actos terroristas, la causal que 
generalmente se utiliza para la defensa de la Administración es la culpa de un 
tercero o el hecho de un tercero, donde resulta importante argumentar que si bien 
los miembros de la Fuerza Pública deben soportar el riesgo de sufrir daños como 
consecuencia del ejercicio de sus funciones, el cual, por la naturaleza de éstas, 
asumen al aceptar sus cargos, y al ocurrir, no da lugar al surgimiento de la 
responsabilidad del Estado –pues, por lo general, se configura una de las causales 
de exoneración, normalmente hecho de tercero o fuerza mayor–, debe precisarse 
que ello no autoriza a éste último para abandonarlos a su suerte, imponiéndoles 
cargas imposibles de cumplir;  por el contrario, es su deber dotarlos de los 
elementos necesarios para permitir el cabal cumplimiento de sus obligaciones, con 
mayor razón en los casos en que es previsible un enfrentamiento armado, y poner 
en práctica planes y estrategias tendientes a la adopción oportuna de medidas 
preventivas, para garantizar el éxito de las operaciones y proteger la integridad de 
los combatientes legítimos. 
 
Sin embargo, el tema relacionado con las causales de exoneración de 
responsabilidad del Estado no ha sido pacífico en la jurisprudencia administrativa, 
comoquiera que siempre depende de las situaciones fácticas que se hayan 
presentado y del título de imputación de la responsabilidad que haya sido elegido 
para entrar a analizar un caso concreto. Dicha acotación, emerge de lo establecido 
por el Consejo de Estado en casos en los cuales pueden resultar heridos civiles 
cuando se dirige un ataque un objetivo de la Administración, ejemplo contra el 
                                           
89Ver: CONSEJO DE ESTADO, Sección Cuarta. Sentencia del 23 de abril de 2009. Radicación: 15894. 
Magistrada Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA. 
 
 
Alcalde de un municipio, explicando que, las pruebas ofrecen la causal de 
exoneración, así pues cuando se utiliza el hecho de un tercero necesario es 
acreditar que la acción causante del daño se debió a la materialización de unas 
actuaciones deliberadas de personas sin que se evidencia que haya intervenido el 
Estado o haya omitido sus deberes legales, así cuando ello no resulta probado, 
necesario es eximir de responsabilidad.  
 
Esta ha sido la posición de la Sección Tercera del Consejo de Estado, que se 
materializa en la sentencia que data del año 2010, donde analizó un caso de una 
mujer que resultó lesionada en un ataque que se dirigió contra el Alcalde de 
Villagarzón, en donde no resultó probada la falla en el servicio y por tanto se 
estableció: 
 
Las pruebas valoradas indican que las lesiones de la señora 
mencionada obedecieron a una acción deliberada de terceras 
personas que dirigieron un ataque contra el alcalde del Municipio 
de Villagarzón; es decir, se trata del hecho exclusivo de un tercero, el 
cual exime de responsabilidad a la entidad demandada. Nótese que 
ninguna de las pruebas apunta a que dicho ataque hubiese 
ocurrido en circunstancias que permitan considerar que, a pesar 
de haber sido causado por personas ajenas a la administración, 
ésta deba asumir responsabilidad por los daños ocasionados como 
consecuencia del mismo.   
 
La situación sería distinta si la persona muere o resulta lesionada 
durante un acto terrorista producido porque las autoridades omitieron 
implementar las medidas de seguridad necesarias a pesar de tener 
serios indicios de que éste se llevaría a cabo, lo que configuraría 
sin duda una falla en la prestación del servicio por omisión y 
abriría paso a que el Estado indemnizara los perjuicios que ello 
hubiere causado, pero este no es el caso, por las razones atrás 
anotadas. En consecuencia, las pretensiones formuladas por los 
demandantes no tienen vocación de prosperidad, por cuanto se acreditó 
en el plenario que las lesiones que sufrió María Aureliana obedecieron 
al hecho exclusivo de un tercero, configurándose de esta manera una 
causa extraña, que exime de responsabilidad a la entidad enjuiciada por 
los hechos que se le imputan.90  (Negrilla y subraya fuera de texto) 
 
Los anteriores criterios empleados para determinar la configuración de 
responsabilidad del Estado, resultan ser plausibles, si se tiene en cuenta que el 
ejercicio de la soberanía, protección de la integridad personal y vida de las 
personas a cargo de los miembros de las fuerzas de seguridad debe estar 
respaldado por elementos ya se denominen, municiones, equipos de 
comunicación con alto desarrollo tecnológico, de detección de agentes extraños, 
de recurso humano con alta preparación, entre otros, para poder exigir resultados 
satisfactorios a los intereses de la nación de lo contrario someter a los agentes 
encargados de llevar a cuestas semejante responsabilidad sin la indumentaria 
necesaria resulta en el sometimiento de un riesgo que excede las cargas que la 
naturaleza de su cargo y funciones lo permiten. 
 
 
                                           
90 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia del 17 de marzo de 2010. Consejera ponente: 
MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR. Radicación número: 52001-23-31-000-1998-00028-01(17925). 
8. CONCLUSIONES 
 
En cuanto a la responsabilidad extracontractual del Estado y su obligación de 
reparar en la concreción de actos terroristas, se puede colegir que dentro del 
marco de la evolución de la jurisprudencia del Consejo de Estado en los años 
2008 a 2014, se han realizado hallazgos que permiten endilgar responsabilidad al 
ente estatal no solo por acción y por omisión de sus agentes en el ejercicio de sus 
funciones (Falla en el Servicio), sino también frente a actos terroristas ejecutados 
por terceros (Daño especial o riesgo excepcional), pues como garante de los 
derechos y libertades estipuladas en la Constitución Política, responde cuando los 
mismos se ven puestos en peligro. 
 
Así las cosas, en un Estado donde el conflicto armado es la actualidad, no sólo 
basta y se agota el deber del ente estatal de proveer la seguridad a sus habitantes 
sino que la misma debe ser especial y prestada a su vez por quienes han sido 
debidamente entrenados para ello. 
 
La jurisprudencia administrativa ha desarrollado diferentes títulos de imputación de 
responsabilidad al analizar situaciones donde acontecen hechos terroristas, 
señalando inicialmente que el Estado no podría responder por esos actos dado 
que su obligación es de medio y no de resultado. No obstante, la jurisprudencia 
del Consejo de Estado ha admitido que si recae responsabilidad en el ente estatal 
por omisión y dada su condición de garante, donde debe promover el ejercicio 
libre de los derechos y garantías consagradas en el ordenamiento jurídico, 
eliminando toda posibilidad de que ello no ocurra. Esa es la principal fuente de la 
responsabilidad del Estado en actuaciones terroristas.  
 
Ahora bien, muchos tratadistas han referenciado que la responsabilidad del 
Estado frente al conflicto armado, traería serias consecuencias patrimoniales, 
puesto que el número de víctimas es cada vez mayor y las situaciones de conflicto 
son tan amplias que muchas de ellas encajarían en aquella, empero las dudas así 
expuestas se han despejado con los pronunciamientos del Consejo de Estado, de 
hecho, el supuesto jurídico que por excelencia permite atribuir resultados dañosos 
al Estado por actos terroristas, se ratifica, es la posición de garante, partiendo del 
criterio de que a los ciudadanos se les atribuyen una serie de derechos y 
libertades, pero también soportan legalmente cargas públicas, cargas que se 
acentúan en la figura del Estado que se encuentra sometido al cumplimiento de 
los principios y valores constitucionales como la dignidad humana y el Estado 
Social de Derecho, donde la fuerza pública actúa pues como garante del ejercicio 
libre de los derechos y prerrogativas constitucionales y legales.  
 
Es así como, la responsabilidad del Estado, ha de comprometer a todas las 
personas bajo su jurisdicción y es su deber adoptar medidas tendientes no sólo a 
reparar a las víctimas sino a manejar las condiciones de las personas que causan 
en la actualidad el conflicto armado, pues de lo contrario se encuentra omitiendo 
sus deberes como ente soberano y garante de condiciones básicas para el 
ejercicio de derechos y libertades. 
 
Por ello, la consolidación de la responsabilidad del Estado puede originarse en la 
aplicación a cabalidad de las obligaciones erga omnes de protección humana, 
contraída por el Estado Colombiano, y que ha aplicado el Consejo de Estado en 
su jurisprudencia, quien como cuerpo integrante de la rama judicial del poder 
público, se encuentra obligado también a aplicar postulados internacionales 
reconocidos por Colombia, al momento de ratificación de los tratados. 
 
Y es que debe entenderse que en un país flagelado por un grave conflicto armado 
interno que victimiza segmentos crecientes de su población y ante la falta de 
responsabilidad y reparación de los hechos dañosos que el mismo origina, se 
torna evidente la construcción de nuevas políticas de responsabilidad por parte del 
Estado, pues los fundamentos constitucionales y legales están dados, y la 
hermenéutica jurisprudencial ha hecho cambios importantes en aras de efectivizar 
el derecho de reparación integral a las víctimas. 
 
Dejando a un lado, el análisis de los efectos del crimen interno y pasando a 
concretar el tema de la responsabilidad estatal por actos terroristas, se tiene que 
hasta el momento y dentro de los lineamientos legales y jurisprudenciales el 
Estado resultaría responsable por falla en el servicio como regla general y las 
reglas excepcionales son que responda por riesgo excepcional o  daño especial, 
conservando la consecuencia lógica de que una vez resulte probado uno de estos 
títulos de imputación, debe entrar a reparar.  
 
Resulta necesario entonces partir del supuesto jurídico concretado en la regla 
general que jurisprudencialmente afirma el hecho de que el Estado no debe 
responder por actos terroristas en los cuales la sociedad se vea afectada en su 
conjunto, aun cuando excepcionalmente sean determinadas personas las que 
resulten dañadas por la ocurrencia anormal de un hecho de ese alcance. Ello 
encuentra su fundamento en que si bien el ente estatal está en la posición de 
garante, lo cierto es que hay actos irresistibles e imprevisibles que no está en la 
obligación de reparar, precisamente por su no previsibilidad.  
 
Debe tenerse en cuenta entonces que no existe una tarifa legal para que se 
aplique alguno de los títulos de imputación de la responsabilidad extracontractual 
del Estado por actos terroristas, pues incluso en el seno del Máximo Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo la discusión no es pacífica entendiendo algunos que 
emerge bien sea por daño especial, por riesgo excepcional o bien por la cláusula 
general de imputación condensada en la falla en el servicio; sin embargo, dicho 
panorama para el operador judicial a instancia de distritos puede solucionarse con 
la decisión adoptada por la Colegiatura en el año 2012, en la que advierte que 
será el juez en su autonomía el que configure libremente el título de imputación, 
poniéndose de presente que lo realmente trascendental es la reparación del daño 
antijurídico sufrido por la población, reparación que debe ser integral.  
 
Es entonces de un análisis minucioso que realice el juez de la forma como se 
desarrollaron los hechos en el acto terrorista, que se deduce si existe o no 
responsabilidad por parte del Estado Colombiano y el título de imputación 
aplicable, comprobando la hipótesis planteada al inicio de ésta investigación. 
 
Teniendo en cuenta el objetivo del presente trabajo, como primer sustento para 
declarar al Estado responsable por hechos terroristas, se tiene la falla en el 
servicio la que se configura cuando se ha probado que los agentes del Estado 
ejercen una actividad o la omiten y con ello se concreta el daño, aquí deben 
acreditarse los tres elementos de la responsabilidad, esto es, el hecho, el daño y 
el nexo de causalidad. Su fundamento jurídico es el artículo 90 de la Carta Política 
donde se establece claramente que el “responderá por la acción u omisión” de sus 
funcionarios. Este título de imputación se evidencia en sentencias como la que 
analizó el violento hecho de la toma en el cerro de Patascoy en Nariño, cuando 
pese a que habían serios indicios de la ocurrencia de un atentado terrorista, se 
omitieron las alertas, presentándose daños no solo a los miembros de la Fuerza 
Pública y secuestros, sino también a la población civil. Allí la falla en el servicio se 
materializa entonces porque no se desplegaron las actividades tendientes a 
conjurar el hecho que fue en todo caso previsible y resistible, de haberse 
tomado las medidas necesarias por los Comandos del Ejército, evidenciándose la 
carencia en el ejercicio oportuno de la diligencia debida. Necesario resulta 
entonces probar la aludida acción u omisión, que se constituyen en la égida de la 
responsabilidad del Estado, al no neutralizarse la fuente de los riesgos que podían 
causar daños.  
 
Si no ha podido endilgarse responsabilidad bajo este título de imputación, se pasa 
a analizar el riesgo excepcional en donde necesario es que confluyan los 
siguientes supuestos fácticos: i) que la actividad del Estado sea legítima; ii) que 
sea riesgosa; y, finalmente que, iii) el daño sea producto de la cristalización del 
peligro que crea, como el caso de la necesidad de realizar operaciones militares 
en donde por las actividades delictivas se necesitan para la conservación de la 
seguridad y el orden público, allí pues el ente estatal desarrolla actividades 
legalmente permitidas, pero crea un riesgo frente a los habitantes, el cual debe 
resarcir en caso de que el riesgo se materialice, con la salvedad de que no toda 
situación en la que el Estado confronte el actuar terrorista, implica per se, el 
sometimiento a un riesgo excepcional, aun cuando la actividad desplegada por 
sea riesgosa. El fundamento normativo de este título de imputación es la posición 
de garante del Estado, que comprende principios como la solidaridad, la igualdad 
y la justicia material consagrados en los artículos 13 y 90 de la Carta Política y 
desarrollados por el Consejo de Estado.  
 
Finalmente, como título subsidiario de imputación, al no emplearse los dos 
anteriores, se tiene la teoría del daño especial donde la actividad es legítima y no 
es riesgosa, sino que se desarrolla en cumplimiento de un deber legal, generando 
el beneficio general de la población; sin embargo con ella puede llegar a producir 
un daño concreto a un particular o un grupo de personas. Este título de imputación 
es tan amplio que puede llegarse al equívoco de deducir en todos los casos la 
responsabilidad del Estado y más en los actos terroristas, sin que admita la teoría 
de la imprevisibilidad o hecho de terceros como eximentes, pues basta solo con 
advertir que el Estado en desarrollo de una actividad legítima al repeler un ataque 
terrorista, originó daños en la población que ésta no debe soportar. A esa 
conclusión llegó la Sección Tercera del Consejo de Estado en el caso del ataque a 
Prado – Tolima (Radicado 24401), en donde pese a que se probó que las 
autoridades tomaron todas la medidas necesarias para frenar las actuaciones 
terroristas, se produjo un daño que los asociados no estaban en la obligación de 
soportar. Los supuestos jurídicos de este título de imputación, tiene su génesis en 
el artículo 13 de la Carta Política en lo que hace alusión al principio de igualdad 
frente a las cargas públicas y su equilibrio dentro del Estado Social de Derecho, el 
cual, cuando se ha quebrado debe ser restablecido por el ente estatal.  
 
Finalmente debe decirse que es el juez el encargado de establecer la 
responsabilidad del Estado en actuaciones terroristas, fundamentando la decisión, 
prima facie, en los supuestos fácticos tales como si el ente estatal tenía que 
prevenir la cristalización de un daño, o si con su actuar creó un incremento en el 
riesgo o finalmente si desarrolló una actividad de protección de una norma.  Dicho 
análisis irá aparejado con los fundamentos jurídicos concretados en la posición de 
garante que asume el Estado en actos terroristas, la obligación de resarcir los 
daños a partir de la verificación de la falla en el servicio o bien por la expansión de 
un riesgo anormal que quebrante el principio de las cargas públicas.  
 
Así pues el espíritu garantista y social del Estado de Derecho dado por la 
Constitución de 1991 debe dar pie para el fundamento y aplicación de la 
responsabilidad del Estado frente a las víctimas de Conflicto Armado, dado que se 
configura allí una evidente responsabilidad estatal por hechos de terceros de los 
que ya se han recibido condenas, no sólo internacionales, sino el mismo Consejo 
de Estado, por no ejercer su posición de garante. 
 
De acuerdo a lo anterior, se cumplen los objetivos de la presente investigación, al 
determinar, de acuerdo a los criterios esgrimidos de la jurisprudencia del Consejo 
de Estado entre los años 2008 y 2014,  los fundamentos facticos y jurídicos para 
cada uno de los títulos de imputación existentes tanto subjetivo (Falla en el 
servicio), como objetivos (Riesgo excepcional y daño especial) de la 
Responsabilidad  extracontractual del Estado por Actividades Terroristas de 
terceros. 
 
Igualmente se logran los objetivos específicos con el desarrollo de los capítulos III 
y IV de ésta investigación, donde se desplegaron los mecanismos para hacer 
efectiva la responsabilidad del Estado y los  eximentes que contempla la  
Jurisprudencia para  la misma. 
 
Ahora bien, el análisis de la jurisprudencia descrita en precedencia conlleva a 
realizar algunas críticas a la posición asumida por la Sección Tercera del Consejo 
de Estado respecto de los títulos de imputación de responsabilidad por actos 
terroristas en donde se evidencia que no hay una decisión lo suficientemente 
clara, pues sus integrantes frente a un mismo caso aplicaban algunos la teoría del 
riesgo excepcional y otros la del daño especial, sin que tal debate se haya resuelto 
en favor de alguna de las dos teorías, sino que se dejó al arbitrio del juez que esté 
frente a la acción, encuadrar la causa en uno de los dos regímenes. De otro lado, 
a través del tiempo, las subsecciones cambiaron de posición defendiendo sus 
teorías, evidenciándose que dependiendo del ponente del proyecto se escogía el 
título de imputación, así la doctora Ruth Stella Correa Palacio fundamentaba sus 
sentencias en la teoría del riesgo excepcional; en tanto que el doctor Enrique Gil 
Botero lo hacía aplicando el daño especial, sin que hubiera definición concreta.  
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